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RESUMEN 
El objetivo de la presente tesis, fue analizar la acusación fiscal formulada a los procesados 

indígenas awajún-wampis en el caso denominado Curva del Diablo-Baguazo N°. 194-

2009-0110107-PJP1, desarrollado en la Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora 

Transitoria de Bagua. La investigación correspondió a un estudio de caso, donde se utilizó 

los métodos: inductivo, deductivo y analítico. Para la recolección de datos, se utilizó las 

técnicas e instrumentos de observación indirecta no participante, análisis documental, 

tablas y encuestas. También, se consideró como población al Dictamen Fiscal N° 056-

2012-MP-DJA-FSMDT-B/EXP. N°. 194-2009-0110107-PJP1, y para la muestra se ha 

consignado a veintitrés indígenas awajún-wampis; toda vez que, se utilizó un muestreo 

no probabilístico convencional o intencional. En cuanto para la obtención de la acusación 

fiscal, se tuvo que acudir al defensor del Pueblo de Chachapoyas-Amazonas, quien nos 

facilitó la información; para luego analizarlo a la luz de las normas jurídicas nacionales e 

internacionales. De ahí, se llegó a la conclusión que la acusación fiscal formulada a los 

procesados indígenas no garantizó los principios constitucionales del debido proceso, 

legalidad; y los Convenios Internacionales que protegen los derechos de los pueblos 

indígenas.  

Palabras claves: Acusación fiscal, principio del debido proceso, principio de legalidad, 

pueblo indígena awajún-wampis. 
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ABSTRACT 

The objective of this thesis, was to analyse the tax indictment made to the Awajún-

Wampis indigenous defendants in the case known as the Devil's Curve-Baguazo n °. 194-

2009-0110107-PJP1, developed in the Penal Court of Appeals and temporary liquidator 

of Bagua. The research corresponded to a case study, where methods were used: 

inductive, deductive and analytical. For data collection, the techniques and instruments 

of non-participating indirect observation, documentary analysis, tables and surveys were 

used. It was also considered as the population of the Fiscal opinion n ° 056 -2012-MP-

DJA-FSMDT-B/EXP. N °. 194-2009-0110107-PJP1, and for the sample has been 

consigned to twenty-three indigenous Awajún-Wampis; whenever a conventional or 

intentional non-probabilistic sampling was used. As for obtaining the tax charge, he had 

to go to the Ombudsman of Chachapoyas-Amazonas, who provided us with the 

information; and then analyze it in the light of national and international legal standards. 

Hence, it was concluded that the tax indictment made to the indigenous defendants did 

not guarantee the constitutional principles of due process, legality; and international 

conventions that protect the rights of indigenous peoples.  

Keywords: tax accusation, principle of due process, principle of legality, indigenous 

people Awajún-Wampis. 
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I. INTRODUCCIÓN 

El Perú, es uno de los países en el mundo con mayor potencialidad en recursos naturales. 

Así tenemos que la mayor concentración de éstos se encuentra en la Selva Amazónica por 

la diversidad biológica que presenta (Bernales, 1999). La Constitución Política del Perú, 

en el artículo 66°, reconoce a los recursos naturales como patrimonio de la nación. No 

obstante, para que este recurso no esté intacto, es necesario que exista un 

aprovechamiento sostenible, razonable, legal y legítimo; de esta manera minimizar los 

impactos ambientales, sociales, y sobre todo constituya un elemento central de la 

economía y sea una fuente sustancial para la supervivencia de la humanidad (Ames y 

Lanegra, 1999). 

Para la cultura indígena, el territorio y los recursos naturales es una fuente de vida, donde 

no existe la separación del hombre con la naturaleza. La selva, el bosque, el aire, los 

cerros, son sus hermanos; y, por tanto, no podemos dañarlos, porque dependen de él, 

dependen del cerro, de los ríos, de las quebradas, de los árboles; ya que existe una relación 

de interdependencia y en ellas están sus espíritus, su cosmovisión política y social 

(Manuim, citado por Horqque, 2009). Sin embargo, cuando sus tierras son dadas en 

concesiones a empresas de gran envergadura, generan algunos conflictos sociales 

violentos. Estos conflictos terminando en grandes protestas populares, en huelgas, 

bloqueos de carreteras, encuentros violentos y estados de excepción (Caecilie, 2012). 

En el año 2009, la Defensoría del Pueblo registró 121 casos de conflictos sociales, y en 

el año 2016, en el diario El Comercio se ha registrado 213 casos de igual similitud 

(Radzinsky, 2016); así, observamos un incremento desmesurado. Uno de los conflictos 

sociales más importantes durante ese periodo, fue los hechos suscitados en Bagua-

Uctubamba conocido en términos medioambientales como el Baguazo; conflicto que 

suscitó, cuando en el año 2007 el expresidente Alan García Pérez recibió poderes 

legislativos especiales del Congreso para implementar el Tratado de Libre Comercio entre 
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EE.UU y Perú; y en virtud de ese poder, aprobó un paquete de Decretos Legislativos1 con 

base en la Ley N° 29157 en el año 2008; decretos que eran lesivos para la cultura indígena 

y los recursos naturales (Merino, 2014).  

A raíz de ello, se iniciaron protestas sociales, hasta los hechos acaecidos del 5 de junio 

del año 2009; donde al promediar seis y media de la madrugada, efectivos policiales 

procedieron desbloquear el sector denominado [La Curva del Diablo-Caserío Siempre 

Viva-carretera marginal Fernando Belaunde Terry], que estaba entorpecido por los 

indígenas; trayendo como consecuencia el enfrentamiento entre efectivos policiales e 

indígenas, cuyo suceso generó la muerte de treinta y tres personas [entre policías y 

civiles], un desaparecido [Mayor Felipe Bazán Soles], doscientas personas heridas, 

lesiones producidas por armas de fuego, y policontusiones en diversas partes del cuerpo. 

Entre otras lesiones se incluyen las producidas por intoxicaciones, excoriaciones y 

quemaduras por efecto de gases lacrimógenos; así como lesiones producidas por objetos 

punzocortantes. Igualmente, se detuvo a ochenta y tres personas, los mismos que fueron 

ubicadas preliminarmente en diversas instalaciones policiales y en el Cuartel Militar-El 

Milagro (Informe de adjuntía N° 006-2009-DP/ADHDP de la Defensoría del Pueblo, 

2009). De las detenciones se conoce que, muchas de ellas han presentado irregularidades 

como: ausencia de notificación en la detención, limitaciones en la defensa legal de los 

detenidos, persecuciones a los miembros de las comunidades indígenas días posteriores a 

los enfrentamientos, allanamientos sin orden judicial, denuncias y acusaciones contra 

dirigentes indígenas, intervenciones forzosas a indígenas y mestizos (Anaya, 2009). Del 

total de detenidos, dieciocho fueron conducidos al Establecimiento Penitenciario de 

Huancas-Chachapoyas, privándoles a algunos su libertad de tránsito, de tres a seis años 

aproximadamente sin sentencia firme (Yoplac, 2016). 

                                                           
1 La Corte Superior de Justicia de Amazonas-Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora Transitoria de Bagua 

EXP. N°. 00194-2009-0163-2013; registró 11 Decretos Legislativos, dentro de ellos está: el D.L. N°. 994, 

que promueve la inversión privada en proyectos de irrigación para la ampliación de la frontera agrícola, 

D.L. N°. 995, que modifica la Ley de Relanzamiento del Banco Agropecuario, D.L. N°. 1015, que unifica 

los procedimientos administrativos de las Comunidades Campesinas y Nativas, D.L. N°. 1020, que 

promueve los productos agrarios y la consolidación de la propiedad rural para el crédito, D.L. N°. 1060, 

que regulaba el Sistema Nacional de Innovación Agraria, D.L. N°. 1064, que establece un régimen jurídico 

para el aprovechamiento y la conservación de los recursos hídricos, D.L. N° 1080, que modifica la Ley 

General de Semillas, D.L. N°. 1081, que crea el Sistema Nacional de Recursos Hídricos, D.L. N°. 1083, 

que promueve el aprovechamiento y la conservación de los recursos hídricos, D.L. N°. 1089, que establece 

el régimen temporal extraordinario de formalización y titulación de predios rurales, y el D.L. N°. 1090, que 

aprueba la Ley Forestal de Fauna Silvestre. 
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A consecuencia de este fatídico suceso, se instauró siete Procesos Judiciales contra 

indígenas y mestizos (Guevara, 2013). De los cuales, lo que nos va a ocupar en la presente 

investigación es el Exp. N° 194-2009-0110107-PJP1-caso Curva del Diablo-Baguazo.  

Este caso, se apertura a partir de la denuncia formulada por la Primera Fiscalía Provincial 

Mixta de Uctubamba ante el Primer Juzgado Penal de Utcubamba, en consecuencia, 

resolvió abrir instrucción. Seguida la causa con arreglo a la naturaleza ordinaria y 

concluida la etapa de instrucción, el señor fiscal superior formula acusación con Dictamen 

Fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B/Exp. N° 194-2009-0110107-PJP1, ante la Sala 

Penal de Apelaciones y Liquidadora Transitoria de Bagua; donde la fiscalía imputó a 

cincuenta y tres personas (treinta mestizos y veintitrés indígenas), como presuntos 

responsables de los delitos de: homicidio calificado, lesiones graves, entorpecimiento al 

funcionamiento de los servicios públicos, motín, disturbios, arrebato de armamento o 

municiones de uso oficial, tenencia ilegal de armas-municiones y explosivos, y daños 

agravados. Cuyo juicio inició el 14 de mayo del año 2014, y culminó el 22 de septiembre 

del año 2016, con un total de sesenta y cuatro de Audiencias Públicas Continuadas. 

Como es de conocimiento, la apertura a Juicio Oral se da a iniciativa de una acusación 

fiscal. En este caso, quien cumple esa función es el representante del Ministerio Público, 

cuya función está enmarcada dentro de la Carta Magna en el artículo 159° inciso 4, el 

cual prevé: corresponde al Ministerio Público conducir desde su inicio la investigación 

del delito. Del mismo modo, el artículo 349°, inc. 1, del Código Procesal Penal establece 

los requisitos de procedibilidad de la acusación que condicionan su validez.  De ahí, que 

el Fiscal como representante del Ministerio Público tiene la prerrogativa de promover la 

investigación con plenitud de iniciativa y autonomía desde su inicio hasta su conclusión, 

para después bien sobreseer o acusar (Acuerdo Plenario N° 6-2009/CJ-116). 

En esa línea de ideas, en la presente investigación analizaremos si la acusación fiscal 

formulada a los indígenas awajún-wampis por el caso Curva del Diablo-Baguazo, ha 

evidenciado satisfacciones expresadas en términos de: motivación de la acusación, 

suficiencias probatorias o elementos de convicción que fundamenten el requerimiento 

acusatorio, relación clara y precisa de la fundamentación fáctica, identificación precisa 

que se le atribuye al imputado. De igual forma, examinaremos si la acusación garantizó 

los principios constitucionales del debido proceso, legalidad; y los Convenios 

Internacionales del que el Estado es parte. 
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1.1. Formulación del problema  

¿La acusación fiscal en el caso Curva del Diablo-Baguazo, garantizó los principios 

constitucionales del debido proceso y legalidad para los indígenas awajún-

wampis? 

1.2. Justificación  

La presente investigación, emergió de una situación problemática que viene 

suscitando actualmente en la legislación peruana, debido a que algunos 

operadores jurídicos desconocen ciertos aspectos importantes de la justicia 

ordinaria al momento de aplicar las normas jurídicas, en especial cuando los 

imputados son personas indígenas; generando con ello, una afectación de sus 

derechos fundamentales que los asisten. 

En ese contexto, la inquietud de investigar la calidad de la acusación fiscal como 

producto complejo y mediático perteneciente al ámbito jurisdiccional penal, nos 

conllevó a efectuar un estudio de la acusación fiscal seguida a los procesados 

indígenas awajún-wampis en el caso Curva del Diablo-Baguazo; donde se ha 

podido evidenciar ciertas insatisfacciones expresados en términos de: falta de 

motivación de la acusación, insuficiencia probatoria, inexistencia de relación 

clara y precisa de los hechos. De la misma manera, se ha registrado que no ha 

existido defensa legal ni intérpretes a inicios del proceso, falta de información 

respecto a los cargos que se los acusa, dilación en los actos de investigación, 

excesividad de la prisión preventiva; hechos que fueron cuestionados por la 

defensa de los procesados indígenas (Barreto et al, 2016).  

Por ende, la investigación es relevante porque su propósito es mostrar la 

necesidad de la protección legal de los indígenas, basada en una justicia justa, 

equitativa, razonable e indiscriminatoria.   

1.3. Hipótesis  

La acusación fiscal en el caso Curva del Diablo-Baguazo no garantizó los 

principios constitucionales del debido proceso y legalidad para los indígenas 

awajún-wampis. 
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II. OBJETIVOS 

2.1.Objetivo general 

Analizar la acusación fiscal y los principios constitucionales del debido proceso y 

legalidad para los indígenas awajún-wampis en el caso Curva del Diablo-

Baguazo. 

2.2.Objetivo especifico  

Determinar si la acusación fiscal garantizó los requisitos de validez y motivación 

de la acusación para los indígenas-awajún-wampis en el caso Curva del Diablo-

Baguazo. 

 

Determinar si la acusación fiscal garantizó los principios constitucionales del 

debido proceso y legalidad para los indígenas awajún-wampis en el caso Curva 

del Diablo-Baguazo. 

 

Establecer si la acusación fiscal garantizó el cumplimiento de las normas 

nacionales y los Convenios Internacionales para los indígenas awajún-wampis en 

el caso Curva del Diablo-Baguazo. 
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III.  MARCO TEÓRICO 

3.1. Antecedentes 

No existió un estudio específicamente jurídico de la acusación fiscal formulada a los 

procesados indígenas awajún-wampis. Sin embargo, se han registrado otras 

investigaciones que nos sirvió de ayuda para los antecedentes de nuestra 

investigación.  

3.1.1. Antecedentes a nivel internacional  

Merino (2014), en su artículo “La política del gobierno extractiva: los pueblos 

indígenas y los conflictos socio-ambientales”. Desarrolla un capítulo concerniente 

a la resistencia indígena frente a las industrias extractivas-memorias del Baguazo. 

Donde sustenta que los hechos suscitados en Bagua fue producto de un fuerte 

conflicto social, y que este problema está relacionado con las industrias 

extractivas, que tienden a ser conceptualizados como problemas de 

gobernabilidad a saber, como los conflictos generados a partir de las políticas mal 

diseñadas para la distribución de los ingresos de las industrias extractivas, la 

participación política formal, la transparencia y la gestión de conflictos. En esa 

línea de ideas, señala que la memoria corta del conflicto es producto de las 

políticas neoliberales del expresidente García, cuando en el año 2007 recibió 

poderes legislativos especiales del Congreso para implementar el Tratado de Libre 

Comercio entre los EE.UU. y Perú. Donde en virtud de ese poder aprobó un 

paquete de decretos conocidos como la “Ley de la Selva" en el año 2008. La “Ley 

de la selva” o conocida también como la “Ley del más fuerte”, fue apoyado por el 

discurso “el perro del hortelano”, que fue cosificado en un artículo escrito por el 

expresidente García en El Comercio, un diario asociado a la política de derecha; 

en el cual hace mención, que la tierra y los recursos de la Amazonía no son 

explotados debido a viejas ideologías y la envidia de los pueblos indígenas, que 

son considerados perros del hortelano. En dicho diario alude que, a medida que 



 

21 

 

rechazan cualquier intento para explotar su territorio, evitan que las empresas 

obtengan el valor de la explotación y la obtención de ingresos a través de 

impuestos. La protesta de los indígenas era considerada como un obstáculo para 

el desarrollo y la modernización, lo que conlleva la causa principal de la pobreza 

en la Amazonía. 

 

Todolí (2013), en su tesis: “La potestad de acusar del Ministerio Fiscal en el 

proceso penal español: naturaleza, posibilidades de su ejercicio discrecional, 

alcance de sus diferentes controles y propuestas de mejora del sistema”. Analiza 

las diferentes funciones que cumple el Ministerio Fiscal [en nuestra legislación 

conocida como Ministerio Público] al momento de acusar: desglosa los elementos 

básicos en los que debe basarse una acusación, constatación de hechos y 

pronóstico de prueba; examina varios supuestos que implican que el Ministerio 

Fiscal, en la práctica, puede configurar su decisión de acusar disponiendo de 

ciertos márgenes de discrecionalidad. El autor en la parte final de su trabajo 

sostiene que la potestad de acusar, es la función más relevante del ejercicio de la 

acción penal, siempre y cuando los elementos de pruebas presentados sean 

eficaces, para de esta manera el juez al momento de fiscalizar la decisión fiscal, 

tenga en cuenta la motivación y los argumentos de su valoración y que hayan 

servido bien para solicitar un sobreseimiento o bien para formular una acusación. 

 

3.1.2. Antecedentes a nivel nacional 

Eto (2010), en su trabajo de investigación para optar el grado de Maestría en 

Comunicación en la Pontificia Universidad Católica del Perú, realizó la siguiente 

tesis: “Bagua, un conflicto en Primera Plana”. Describió la presencia que tuvo el 

conflicto Amazónico en primera plana amazónico en los meses de mayo y junio 

del 2009 en los diarios El Comercio, La República y el diario La Región de Loreto, 

momentos en que estos diarios se encontraban en crisis. De ahí, que la autora 

sostenga que los hechos suscitados en Bagua han permitido que estos periódicos 

se restablezcan nuevamente, y que los fatídicos sucesos son producto del 

desencuentro cultural entre el centro administrativo de Lima y la Amazonía, ha 

permitido que ambas realidades vivan de espaldas, terminando en encuentros 

violentos. A manera de conclusión la autora señala, el Paro Amazónico y su crisis 
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en Bagua tuvo buena cobertura en la mejor vitrina de los tres diarios analizados, 

el cual permitió a la población en general concientizar sobre la cultura indígena. 

 

Abigaíl (2010), en su tesis: “El racismo en la prensa escrita peruana. Un estudio 

de la representación del otro amazónico desde el análisis crítico del discurso”. 

Pretendió demostrar que la prensa escrita peruana juega un rol muy importante en 

la ideología racista. Donde menciona que la prensa peruana utiliza una serie de 

estrategias discursivas que en su conjunto contribuyen a construir una 

representación negativa de los pueblos amazónicos que los sitúa como “salvajes”, 

“bravos” y “revoltosos”; es decir, como los otros racial y culturalmente inferiores 

al de nosotros. Para demostrar, la autora ha analizado las noticias aparecidas en 

los diarios El Comercio, El Peruano y Ajá que han abordado la cobertura de un 

conflicto ocurrido en el año 2008 entre el Gobierno peruano y algunos pueblos de 

la Amazonía peruana. Concluye mencionando que los tres diarios construyeron 

con ellas una imagen negativa del amazónico y una imagen positiva del Gobierno; 

ninguno de los diarios han hecho una representación positiva de los pueblos 

Amazónicos que se contraponga a la negativa, la que permitió la no existencia de 

un escenario discursivo en el que se predique de los indígenas cualidades 

realmente positivas; lo que conlleva que el considerarlo objeto de manipulación, 

es suprimir la responsabilidad de sus actos es también una forma de representarlo 

negativamente, lo cual se muestra como un ser incapaz de tomar decisiones y de 

actuar por voluntad propia. 

 

Zúñiga (2015), en su investigación para optar el título de Licenciado en 

Periodismo, realiza su tesis: “La violencia invisible en la comunicación: análisis 

de un anuncio televisivo estatal sobre el Baguazo”. Analiza el spot televisivo y el 

diario El Comercio, donde evidencian signos de violencia cultural, como 

expresiones “El Perro del Hortelano” e imágenes televisivas de policías muertos 

y no de nativos. Ante esta situación, el autor finaliza su investigación expresando 

que el Estado no puede actuar como una empresa periodística al producir un spot 

televisivo donde manifiesta una posición parcializada solo en favor a los policías 

muertos. 
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Andía (2013), en su tesis: “Deficiencias en la labor fiscal y judicial en las distintas 

etapas del actual proceso penal, estudio de las sentencias absolutorias emitidas en 

los juzgados penales de la ciudad del Cusco durante el año 2011”. Determinó la 

deficiencia de la labor fiscal y judicial en las distintas etapas del proceso penal 

(deficiencia de la labor fiscal durante la investigación preparatoria, deficiencia de 

la labor del Juez de investigación preparatoria durante la etapa intermedia, 

deficiencia de la labor del Juez Penal Unipersonal durante el juicio oral). En donde 

tomó una población de dieciséis sentencias emitidas de los Juzgados Penales 

Unipersonales de Cusco, llegando a la conclusión que ninguna de ellas fue 

eficiente. En el caso de los actos de investigación del fiscal presentó insuficiencias 

que permitan sostener una sólida acusación. 

 

Placencia (2012), en su estudio: “El Hábeas Corpus contra actos de investigación 

preliminar”. Busca proporcionar pautas o criterios para contribuir decididamente 

a la procedencia del Hábeas Corpus durante la investigación preliminar del fiscal, 

siempre y cuando exista vulneración de derechos fundamentales de la persona 

como el debido proceso, principio de imputación necesaria. Este derecho consiste 

en la prohibición de la arbitrariedad, predominio de la legalidad, y respeto del 

debido proceso. De ahí que el director de la investigación, se encuentre sujeto a 

parámetros elementales, con la finalidad de evitar excesos, caprichos y 

subjetividades por parte del mismo, de esta manera la formalización de la 

denuncia por parte del Ministerio Público pueda sustentar en forma clara y precisa 

la descripción suficientemente detallada de los hechos presuntamente delictivos 

respecto a cada uno de los investigados. En esa direccionalidad, la exigencia del 

cumplimiento de los elementos y requisitos exigidos por la denuncia fiscal no solo 

ha de satisfacer la literalidad de la norma procesal penal, sino también el principio 

de legalidad.  

 

3.1.3. Antecedentes a nivel local 

Guevara (2013), en su libro “Bagua: de la resistencia a la utopía indígena-La 

Curva del diablo y la lucha de los pueblos amazónicos en el siglo XXI”. Hace un 

análisis histórico, político y legal de los conflictos sociales que se venía suscitando 

a lo largo de la última década dentro del departamento de Amazonas; conflictos 
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especialmente perpetrados por los pueblos indígenas awajún-wampis. El autor en 

el capítulo IV de su libro escribe que desde el año 2002 hasta el año 2009 en el 

departamento de Amazonas, ha registrado ocho conflictos sociales en especial en 

la provincia de Bagua y Condorcanqui. Conflictos sociales iniciados a partir de 

las demandas sociales que exigían la población en su conjunto, como la creación 

de Instituciones Educativas, Centro de Salud, Bancos, puentes, carreteras, agua, 

luz, desagüe, entre otras exigencias como la reivindicación de sus derechos, 

respeto a sus facultades jurisdiccionales y la expulsión de las empresas mineras 

dentro de sus territorios. Demanda que se exigía mediante documentos ante la 

entidad estatal nacional y regional; las mismas que no siendo atendidas por las 

autoridades, los pueblos indígenas en señal de protesta, iniciaron las primeras 

movilizaciones y paralizaciones, atacando distintos lugares de la Amazonía. 

Además, el autor sostiene que el pueblo indígena constituyó un comité (Comité 

de Gestión de la Carretera y Desarrollo de los Pueblos Indígenas e Hispanos), y el 

Gobierno estableció una Comisión de Alto Nivel, a fin de llegar a acuerdos 

pacíficos, los mismo que no siendo cumplidos la población indígena 

conjuntamente con su comité decidieron realizar el primer paro Amazónico, el 11 

de enero del año 2002, en el centro poblado de Kusu Grande, distrito de Imaza, y 

así sucesivamente hasta los hechos suscitados el 5 de  junio del 2009 en Bagua. 

 

Yoplac (2016), en su tesis titulada: “Situación de los tres presos indígenas 

defensores de la Amazonía, 2014”, realizó un estudio concerniente a la 

caracterización de los indígenas: Feliciano Cahuasa Rolín, Danny López Shawit, 

y Asterio Pujupat Wachapea, los mismos que fueron acusados por delitos 

Homicidio Calificado, Motín, Entorpecimiento al Funcionamiento de los 

Servicios, Daños Agravados, Fabricación y Tenencia Ilegal de Armas y 

Disturbios. En el mismo texto, la fiscalía solicita que se le imponga una pena 

privativa de libertad de cadena perpetua a Feliciano Cahuasa Rolín y Danny López 

Shawit, y a Asterio Pujupat Wachape de treinta años de pena privativa de libertad. 

El autor sostiene que a los acusados se los privó su libertad de tres a seis años 

aproximadamente sin sentencia firme, llegando a una conclusión que la situación 

de los tres presos es de supervivencia y persecución política. 
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Cahuasa (2016), uno de los procesados indígenas, en su libro “En defensa de la 

Amazonía”. Narra de cómo fue su vida en el Establecimiento Penitenciario de 

Huancas-Chachapoyas, a quien se le privo su libertad de cinco años, siete meses 

y nueve días sin sentencia firme, para posteriormente ser dado en libertad 

condicional bajo custodia policial en la ciudad de Bagua. Asimismo, relata que a 

raíz del proceso seguido en su contra a sufrido miserias económicas como la 

pérdida de su familia. 

3.2. Bases teóricas  

3.2.1.  Acusación fiscal:  

La acusación fiscal consiste en la interposición de la pretensión procesal penal 

de una petición fundada dirigida al Órgano Jurisdiccional para que imponga una 

pena (u otra consecuencia jurídica del delito: medida de seguridad o 

consecuencia accesoria) a una persona por un hecho punible que se afirma que 

ha cometido (Gómez, citado en Gonzalo, 2010). 

La acusación será debidamente motivada, es decir, se hará una justificación tanto 

interna como externa, utilizando para tal efecto, los elementos de convicción con 

los que cuenta el fiscal responsable del caso. Esto significa que el deber de 

motivación de las acusaciones, impone al fiscal, la obligación de que los 

requerimientos de acusación que emita han de ser fundados en derecho. De modo 

que requiere suficiente explicación que permita conocer, aun de manera 

implícita, los criterios fácticos y jurídicos esenciales que fundamentan la 

decisión de solicitar pena y reparación civil para el acusado (Alba, citado en 

Salinas, s.f.). 

El relato de los hechos con suficiente precisión es uno de los principales recaudos 

de validez formal de la acusación, pues permite el adecuado ejercicio de la 

defensa técnica que apunta al respeto irrestricto del debido proceso. Podemos 

concluir entonces, que la acusación es una instancia común a todas las leyes 

procesales, por la cual se evaluará la investigación preparatoria, en orden a sus 

fines. Saber cuál es el alcance y que requisitos debe contener, es un tema muy 

interesante y actual (Rosas, 2013). 

3.2.2. Debido Proceso  

El Pleno del Tribunal Constitucional, Exp. N.° 00156-2012-PHC/TC, ha 

establecido que las garantías mínimas del debido proceso deben observarse no 
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solo en sede jurisdiccional, sino también en la administrativa sancionatoria, 

corporativa y parlamentaria. Así lo estableció la Corte Interamericana en la 

sentencia recaída en el caso del Tribunal Constitucional vs. Perú, de fecha 31 de 

enero de 2001, cuando enfatizó que: si bien el artículo 8 de la Convención 

Americana se titula “Garantías Judiciales”, su aplicación no se limita a los 

recursos judiciales en sentido estricto, sino el conjunto de requisitos que deben 

observarse en las instancias procesales, a efecto de que las personas puedan 

defenderse adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que 

pueda afectar sus derechos, precisando que el elenco de garantías mínimas 

establecido en el numeral 2° del mismo precepto se aplica también a los órdenes 

(civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter: corporativo y parlamentario) 

y, por ende, en ese tipo de materias el individuo tiene también el derecho, en 

general, al debido proceso que se aplica en materia penal. 

El debido proceso también conocido como “juicio justo o proceso regular” es 

una garantía y derecho fundamental de todo los justiciables que les permite una 

vez ejercitado el derecho de acción, el poder de acceder a un proceso que reúna 

los requisitos mínimos que lleven a la autoridad encargada de resolverlo, a 

pronunciarse de manera justa, equilibrada he imparcial (Bernardis, citado en 

Chanamé, 2011).  

En consecuencia, el debido proceso encierra en sí un conjunto de garantías 

constitucionales que se pueden perfilar a través de identificar las cuatro etapas 

esenciales de un proceso: acusación, defensa, prueba y sentencia, que se traducen 

en otros tantos derechos que enunciativamente a continuación se plantean: 

Derecho a la presunción de inocencia, Derecho de información, Derecho de 

defensa, Derecho a declarar libremente (Chanamé 2011). 

 

3.2.3. Principio de Legalidad  

El principio de legalidad está reconocido en el artículo 2°, inciso 24, literal d) 

de la Constitución y en el artículo II del Título Preliminar del Código Penal. 

Este principio garantiza la imparcialidad del Estado, en tanto tiene que 

determinar de manera general y antes de la realización del delito de las 

características del hecho prohibido y la reacción penal que cabe contra el 

responsable (Yacobucci, 2002). 
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Este principio como menciona (San Martin, 2017), obliga al Ministerio público 

a perseguir los hechos punibles -deber impuesto legalmente- y, en su caso, al 

órgano jurisdiccional a la imposición de la pena legalmente vista conforme a 

la calificación que resulte adecuada. Es el necesario complemento del 

monopolio de la acusación a favor de la Fiscalía y tutela la igualdad en la 

aplicación del Derecho, “puesto que solo la Fiscalía ha de decidir, después de 

la determinación del procedimiento de averiguación, si se formula la acusación 

contra el presunto autor de un hecho punible, tiene que estar obligada también 

a la realización de las investigaciones” (Banacloche, citado en San Martin, 

2017). La exigencia de la persecución, como es obvio, se impone no cuando 

existan suposiciones vagas, sino cuando resultan indicios racionales de 

criminalidad o, como dicen los artículos 329.1 y 336.1 del CPP de 2004, 

“sospecha de la comisión de un hecho que revista los caracteres de delito” o 

“indicios reveladores de la existencia de un delito”. 

En el Exp. N° 8957-2006-HC/TC, citado en San Martín (2017), señala que esta 

facultad de decidir si se ejerce o no la aplicación penal, no puede ser ejercida 

de modo arbitrario. Garantiza a toda persona el estricto respecto a los 

procedimientos previamente establecidos.  

 

3.2.4. Pueblo indígena Awajún-Wampis 

Los pueblos indígenas se asientan prácticamente en el norte de la Amazonía 

peruana, en el territorio fronterizo con Ecuador. Comprende cinco pueblos 

principales que comparten una misma tradición lingüística y cultural: el pueblo 

Achuar, Awajun, Kandozi, Huambisa-Wampis y Jíbaro-Shiwiar (Mayor y 

Bodmer, 2009). En esa línea de ideas, Bodmer mantiene que los estudios 

antropológicos tienden a considerar a los pueblos Awajún, Wampis, Achuar y 

Kandozi dentro de una misma área cultural. Ello se debe a que poseen una 

tradición histórica común. A lo largo de su historia, estos pueblos han 

compartido estrechos vínculos a través de redes de intercambios 

socioculturales, económicos y políticos. Estas relaciones interétnicas se han 

configurado a lo largo del tiempo y se expresan en las confluencias en el corpus 

mítico, la lengua y otras expresiones. 
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Los Awajún, también conocidos como aguaruna, constituyen el segundo 

pueblo más numeroso de la Amazonía peruana, después de los Ashaninka. Este 

pueblo vive principalmente en comunidades nativas de las regiones de Loreto, 

Amazonas, Cajamarca y San Martín, y en el año 2007, su población se estimaba 

en más de 55 mil personas, lo que equivale al 12% de la población indígena 

amazónica censada en el Perú. El pueblo wampis, también conocido como 

huambisa, vive principalmente en la zona norte del departamento de 

Amazonas, cerca de la frontera ecuatoriana, y en la zona norte del departamento 

de Loreto. Para el año 2007, la población de las comunidades autoidentificadas 

como wampis se estimaba en más de 10 mil personas. La lengua wampis 

pertenece a la familia lingüística Jíbaro y es hablada por el pueblo del mismo 

nombre en las provincias de Condorcanqui y Datem del Marañón, en las 

regiones de Amazonas y Loreto, respectivamente. Tradicionalmente, esta 

lengua ha recibido también el nombre huambisa, pero ahora se emplea la 

autodenominación del pueblo (Cornejo et al., 2015). 

El idioma awajún pertenece a la familia lingüística Jíbaro y es hablado por el 

pueblo del mismo nombre en las cuencas de los ríos Marañón, Comaina, Potro, 

Nieva, Cenepa y Morona, en las regiones de Amazonas, Cajamarca, San Martín 

y Loreto. Antiguamente, esta lengua era conocida como aguaruna; pero, a 

través de las organizaciones, los hablantes han decidido emplear el término 

Awajún, con el que con ellos mismos se identifican (Herrera, 2015). 

Hoy en día los Awajún emplean este etnónimo awajún, pronunciado como 

abajún, con una “b” semilabial para identificarse colectivamente y relacionarse 

con el Estado peruano y el resto de la sociedad nacional. Para referirse a sí 

mismo en su idioma se emplea el término aents que se traduce como gente. La 

misma autora sostiene que desde la década de 1940 en que iniciaron sus 

actividades en la región los misioneros jesuitas y el Instituto Lingüístico de 

Verano, se hizo habitual el uso del término aguaruna, el que hasta hace poco 

empleaba el Estado peruano para referirse a este pueblo. En el pasado otros 

términos empleados para referirse a los antepasados de los Awajún-Jíbaro han 

sido Patukmai, Xoroca, Huambuco, los Cungarapa, Tontón, Xiroa, Marancona, 

Tamborapa, Tabacona, Pacares, Mandinga y Guarocota (Rey, 2015). 
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3.3. Definición de términos  

3.3.1.  Tutela Jurisdiccional Efectiva 

Es el derecho que tiene toda persona, en tanto es sujeto de derechos, de exigir al 

Estado provea a la sociedad de los requisitos o presupuestos materiales y jurídicos 

indispensables para un proceso judicial en condiciones satisfactorias (Monroy, 

2009). 

3.3.2. Principio de igualdad ante la ley 

En el art. 2°, inc. 2 de la Constitución Política se reconoce el principio de igualdad 

ante la ley como un derecho fundamental de toda persona. En el caso concreto de 

la aplicación de la ley penal, el principio de igualdad ante la ley exige que la 

normativa penal se aplique sin distingos a las personas que cometen actos 

delictivos (Pozo, citado en García, 2012). 

3.3.3. Principio de derecho a la prueba 

Alarcón (2001), afirma que se trata de un derecho complejo, en vista de que su 

contenido se encuentra integrado por los siguientes derechos: i) el derecho a 

ofrecer los medios probatorios destinados a acreditar la existencia o inexistencia 

de los hechos que son objeto concreto de la prueba; ii) el derecho a que se admitan 

los medios probatorios así ofrecidos; iii) el derecho a que se actúen 

adecuadamente los medios probatorios admitidos y los que han sido incorporados 

de oficio por el juzgador; iv) el derecho a que se asegure la producción o 

conservación de la prueba a través de la actuación anticipada y adecuada de los 

medios probatorios; y, v) el derecho a que se valoren en forma adecuada y 

motivada los medios de prueba que han sido actuados y que han ingresado al 

proceso o procedimiento. 

3.3.4. Principio de presunción de inocencia 

Este principio consiste en que toda persona es considerada inocente hasta que su 

culpabilidad sea demostrada de modo fehaciente, la que se haya materializado en 

una sentencia definitiva que haya adquirido la autoridad de la cosa 

irrevocablemente juzgada (Balbuena, et al., 2008). 

3.3.5. Principio acusatorio 

Este principio indica la distribución de roles y las condiciones en que se debe 

realizar el enjuiciamiento del objeto procesa penal. Al respecto, se entiendo por 
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principio acusatorio a que según el cual no ha de ser la misma persona quien 

realice las averiguaciones y decida después al respecto. Tenemos una persecución 

de oficio del delito, pero con división de roles, lo que es fruto del derecho procesal 

francés (San Martín, 2006). 

3.3.6. Principio de coherencia normativa 

En la Sentencia del Tribunal Constitucional EXP. N.° 005-2003-AI/TC, se ha 

fijado que el principio de coherencia normativa implica la existencia de la unidad 

sistémica del orden jurídico, lo que, por ende, presume una relación armónica 

entre las normas que lo conforman. Ello es así por la necesaria e imprescindible 

compenetración, compatibilidad y conexión axiológica, ideológica y lógica entre 

los deberes y derechos asignados, además de las competencias y responsabilidades 

establecidas en el plano genérico de las normas de un orden jurídico.  

3.3.7. Derecho de defensa  

El derecho de defensa está regulado expresamente en el artículo 11° de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el artículo 14°, inciso 3 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en el artículo 8° inc. 2 dela 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, en el contexto nacional el 

derecho de defensa está reconocido constitucionalmente en el artículo 139°.14, el 

cual señala que: son principios y derechos de la función jurisdiccional “el 

principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. 

Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o de las 

razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un 

defensor de su elección y a ser asesorado por éste desde que es citado o detenido 

por cualquier autoridad (Neyra, 2010). 

3.3.8. Investigación Preparatoria 

La investigación preparatoria es la primera etapa del proceso común. Se desdobla 

en dos fases, cada una con plazo distinto y, por tanto, con finalidades distintas. 

Esta investigación preparatoria es conducida o dirigida por el fiscal, de modo que, 

es de su exclusiva responsabilidad todo lo que suceda en su entorno (Rosas, 2013). 

3.3.9. Etapa Intermedia  

Es una etapa procedimental, situada entre la instrucción (hoy investigación 

preparatoria) y el juicio oral (hoy juzgamiento), cuya función esencial radica en 
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determinar si concurren o no los presupuestos para la apertura del juzgamiento o 

juicio oral. Por supuesto, también lo es sobreseer la causa cuando no tiene sustento 

alguno para acusar (Rosas, 2013). 

3.3.10. Juzgamiento o Juicio Oral 

El juicio es concebido como la base del sistema acusatorio y como el momento 

prioritario del debate probatorio, será donde se han de ordenar y practicar las 

pruebas con el juez, y se asegure así su imparcialidad (Rosas, 2013). 

3.3.11. Prisión preventiva  

Medida de seguridad adoptada por la autoridad judicial que entiende el asunto, 

a efectos de evitar que el imputado se sustraiga a la acción de la justicia (Osorio 

et al., 2011).  

3.3.12. Decreto legislativo 

Esta forma normativa está prevista en el artículo 104° de la Constitución, que 

establece: el Congreso puede delegar en el Poder Ejecutivo la facultad de 

legislar, mediante decretos legislativos, sobre la materia específica y por el plazo 

determinado establecidos en la ley autoritativa. No pueden delegarse las materias 

que son indelegables a la Comisión Permanente. Los decretos legislativos están 

sometidos, en cuanto a su promulgación, publicación, vigencia y efectos, a las 

mismas normas que rigen para la ley (…). En la Sentencia del Tribunal N° EXP. 

N° 047-2004-AI/TC, se ha fijado que el decreto legislativo tiene al Poder 

Ejecutivo como órgano productor. Sin embargo, el Congreso de la República 

también tiene una intervención indirecta, toda vez que fija la materia y el plazo 

de la delegación.  

3.3.13. Awajún-Wampis 

En pleno corazón de la selva peruana, en la zona del Alto Marañón, viven los 

pueblos amazónicos Wampis y Awajún, dos pueblos asediados por la 

deforestación y cuya vida y cultura se ven seriamente amenazadas ante el 

despliegue de la actividad minera y petrolera. Junto a estas dos amenazas, a 

menudo pasan desapercibidos los riesgos ambientales que se derivan de ellas, 

como la contaminación de los ríos con mercurio y otros metales pesados 

(ENTRECULTURAS, 2017). A esta problemática, se suman los decretos 

legislativos que se dan sin la consulta previa de los pueblos. Estos decretos 

legislativos tienden a ser considerados lesivos para los intereses de las 
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comunidades indígenas de la Amazonía, pues afectaban sus derechos al uso de 

la tierra, agua y recursos forestales.   

3.3.14. Derecho Consuetudinario  

Es el que surge y persiste por obra de la costumbre, con trascendencia jurídica 

(Osorio y Cabanellas, 2011). 

3.3.15. Convenio 169 de la OIT sobre los pueblos Indígenas y Tribales 

El Convenio núm. 169 de la OIT Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes es un tratado internacional que establece los derechos colectivos 

de los pueblos indígenas y obliga a los estados firmantes a su cumplimiento 

(Yrigoyen, 2009). 

3.3.16. Directrices sobre las Funciones de los Fiscales de la Naciones Unidas 

Hace referencia que los fiscales, de conformidad con la ley, deberán cumplir sus 

funciones con imparcialidad, firmeza y prontitud, respetar y proteger la dignidad 

humana y defender los derechos humanos, contribuyendo de esa manera a 

asegurar el debido proceso y el buen funcionamiento del sistema de justicia 

penal.  



 

33 

 

 

 

 

 

 

IV. MATERIAL Y MÉTODOS 

4.1. Objeto de estudio 

El objeto de estudio lo conformó el Dictamen Fiscal N° 056-2012-MP-DJA-

FSMDT-B/Exp. N°.  194-2009-010107JP01-Caso Curva del Diablo. 

4.2. Diseño de investigación  

El presente estudio de investigación tuvo un diseño descriptivo correlacional, ya 

que se buscó describir y evaluar el grado de relación que existen entre la variable 

independiente y la dependiente (Hernández, 2014). 

4.3. Población, muestra, muestreo 

4.3.1. Población  

La población estuvo conformada por el Dictamen Fiscal N° 056-2012-MP-

DJA-FSMDT-B/Exp. N°.  194-2009-010107JP01-Caso Curva del Diablo. 

4.3.2. Muestra 

La muestra fue representada y adecuada por veintitrés procesados indígenas 

awajún-wampis, quienes están previstos en el Dictamen Fiscal N° 056-2012-

MP-DJA-FSMDT-B/Exp. N°.  194-2009-010107JP01. 

4.3.3. Muestreo  

El muestreo fue no probabilístico convencional o intencional.  

4.4.Definición de las variables 

4.4.1. Variable independiente 

Principios constitucionales del Debido Proceso y Legalidad. 

4.4.2. Variable dependiente  

Acusación fiscal. 

4.5. Fuente de información  

Las informaciones han sido obtenidas del Dictamen Fiscal N° 056-2012-MP-

DJA-FSMDT-B/Exp. N°.  194-2009-010107JP01-Caso Curva del Diablo, Actas 

de Audiencias Públicas Continuadas por el caso Curva del Diablo-Baguazo; 

actos que fueron desarrolladas en la Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora 

Transitoria de Bagua, distrito judicial de Bagua-Uctubamba. Documentos que 

fueron brindados por la oficina de la Defensoría del Pueblo-Chachapoyas; los 
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mismos que fueron seleccionados de acuerdo a la técnica por conveniencia, que 

es un muestro no probabilístico,  y que se elige en función a la iniciativa del 

investigador. 

4.6.Métodos 

4.6.1. Inductivo: este método permitió describir y explicar la realidad problemática 

de la variable independiente y la variable dependiente desde los indicadores, 

para luego evaluar la acusación fiscal con las normas nacionales e 

internacionales, para luego llegar a generalizar los resultados. 

4.6.2. Deductivo: mediante este método se conoció la realidad global de la variable 

independiente y dependiente, analizando el problema desde las normas 

nacionales e internacionales hasta llegar a determinar si la acusación fiscal 

garantizó los principios constitucionales del debido proceso y de legalidad. 

4.6.3. Analítico: este método facilitó analizar los resultados obtenidos después del 

procesamiento de datos, con la finalidad de analizar los indicadores que 

describan y evalúan la variable independiente y dependiente.  

4.7.Técnica e instrumentos 

4.7.1. Técnica 

4.7.1.1. Observación indirecta no participante: para el estudio de la 

investigación, no se tuvo que acudir al lugar de los hechos. Sin embargo, 

se ha realizado el estudio, en base a la acusación fiscal, las actas de 

Audiencias Públicas Continuadas, y las encuestas practicadas a los 

indígenas. 

4.7.1.2. Análisis documental: fue dirigido al análisis de documentos relativo al 

Convenio 169 de la OIT sobre los Pueblos Indígenas y Tribales, las 

Directrices sobre las Funciones de los Fiscales de la Naciones Unidas, 

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas Formas de 

Discriminación Racial, las Cien Reglas de Brasilia. 
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4.7.2. Instrumentos  

4.7.2.1.  Tablas: se consideró en once tablas enumeradas correlativamente la parte 

importante del dictamen, como se observa en las Actas de Audiencias 

Públicas Continuadas. 

4.7.2.2.  Encuestas: se practicó las encuestas a los veintitrés procesados indígenas, 

de los cuales se obtuvieron los resultados; lo que nos permitió el desarrollo 

de nuestra discusión.     

4.8. Procedimiento 

La investigación se desarrolló atendiendo los siguientes aspectos: encuestas, 

recopilación de información respecto a los acontecimientos suscitados en Bagua. 

Así tenemos el Dictamen Fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B, y las Actas 

de Audiencia Pública Continuada; las mismas que fueron analizadas y 

desarrolladas en la Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora Transitoria de 

Bagua. Obtenida la información, procedimos a analizar la acusación bajo los 

parámetros de: la imputación fáctica, elementos de convicción que fundamentan 

la promoción de la acción penal, motivación del contenido de la acusación; actos 

que fueron presentados por los representantes del Ministerio Público. 

Posteriormente, analizamos la información obtenida en base a los principios 

constitucionales del debido proceso, legalidad; y los Convenios Internacionales 

del que el Estado es parte.   

No obstante, debemos de mencionar que a pesar que este Caso Curva del Diablo 

N° 2009-0194-010107- PJP1, aún no tiene una sentencia firme, ello no es una 

limitante para hacer más un análisis de la acusación; toda vez que, la fiscalía ha 

interpuesto recurso de nulidad ante la Sala Suprema Penal Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República. Asimismo, debemos aclarar que el análisis 

de la acusación fiscal se ha realizado a la luz del Nuevo Código Procesal Penal 

en mérito al Principio de Coherencia Normativa, tal como lo estableció el Juez 

de la Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora Transitoria de Bagua (Véase a 

fojas 10913 del Acta de Audiencia Pública Continuada). 

 

 



 

36 

 

Primaria, 

6, 26%

Secundaria, 13, 

57%

Superior, 4, 

17%

GRADO DE INSTRUCCIÓN

 

 

 

 

 

V. RESULTADOS  

En este capítulo presentamos los resultados de la investigación en base a la información 

obtenida mediante técnicas e instrumentos de estudio, las que se objetevizan mediante 

gráficos y  tablas, de acuerdo a la hipótesis de trabajo y su relación con cada una de las 

variables. De este modo, se presentó los resultados en orden, partiendo de las encuestas 

realizadas a los indígenas, y luego el Dictamen Fiscal; para posteriormente analizar la 

acusación teniendo en cuenta la manisfestaciones de los procesados, con las normas 

nacionales e internacionales.   

1. ¿Cuál es su grado de instrucción? 

En cuanto al grado de instrucción de los procesados indígenas, concerniente a los 

estudios primarios, secundarios, y superiores; se ha obtenido lo siguiente: seis 

indígenas solo cuentan con estudios primarios, equivalente a un 26%; trece indígenas 

han estudiado la secundaría, dando un 57%; y cuatro indígenas, han culminado sus 

estudios superiores, equivalente al 17%, tal como se muestra en la Gráfico N° 01. 

Gráfico N° 01. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

37 

 

2. ¿Usted participó en los hechos suscitados el 5 de junio del año 2009? 

Partiendo de la valoración global de veintitrés indígenas, se tiene que trece afirman 

haber participado en el paro amazónico, y diez no estuvieron presentes. Como se puede 

evidenciar en Gráfico N° 2.  

Gráfico N° 2. 

 

 

 

 

 

 

3. ¿Hubo convocatoria para que participaran en el paro amazónico?  

De los veintitrés procesados indígenas a quienes se los ha aplicado la encuesta, los 

resultados fueron: tres desconocen que hubo convocatoria para que acudan al paro 

amazónico, doce afirman que no hubo, y ocho sostienen que fueron convocados. Véase 

en el Gráfico N° 3.  

Gráfico N° 3. 

 

 

 

 

 

4. ¿Conoces a los dirigentes quienes convocaron al paro amazónico? 

De los veintitrés indígenas, diecinueve afirmar no conocer a los dirigentes quienes 

convocaron al paro Amazónico, y cuatro sostienen conocer a los dirigentes. Veamos 

en el Grafico N° 4. 

Si No

Serie 1 13 10

0

2

4

6

8

10

12

14

8

12

3

0 2 4 6 8 10 12 14

Si

No

Desconoce

Si No Desconoce

Serie 1 8 12 3

Serie 1



 

38 

 

Gráfico N° 4. 

 

 

 

 

 

 

5. ¿Fueron coaccionados para acudan al paro amazónico? 

Hecho el análisis, nos da un valor que veintidós de veintitrés indígenas afirman que no 

fueron coaccionados para que acudan al paro Amazónico, y solo uno afirma haber sido 

coaccionado. Esto genera una ventaja del 92% a favor de que no hubo una 

convocatoria. Como se puede apreciar en el Gráfico N° 5. 

Gráfico N° 5. 

 

 

 

 

 

 

 

 

6. ¿Contó con objetos que pueden generar daños a la persona durante el paro 

amazónico?  

En relación de que si los indígenas durante el paro amazónico han contado con objetos 

como: lanzas, machetes, flechas, ondas; se tiene los siguientes resultados: de los 

veintitrés, veintiuno afirma que no, y dos afirman lo contrario, pero muchos de estos 

instrumentos es un símbolo que portan ellos al momento de realizar una protesta. 

Véase en el Gráfico N° 6. 
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Gráfico N° 6. 

 

 

 

 

 

 

 

7. ¿La fiscalía lo ha hecho conocer inmediatamente los cargos formulados en su 

contra? 

Pertinente a los cargos si dio conocer o no la fiscalía a los indígenas se tiene: uno 

afirma que sí, y veintidós sostienen que no. Tal como se muestra en el Gráfico N° 7. 

Gráfico N° 7. 

 

 

 

 

 

 

 

 

8. ¿Cuándo ha sido detenido por los efectivos policiales, lo han hecho saber la causa 

o motivo de dicha medida, entregándole la orden de detención girada en su 

contra? 

En relación de que, si ha sido informado, sobre la causa o motivo de su detención, se 

puede apreciar que 13% por ciento de los acusados sostienen que sí, y el 87% sostienen 

que no; tal como se puede verificar en Gráfico N° 8. 
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Gráfico N° 8. 

 

 

 

 

 

 

 

9. ¿Ha sido asistido desde los actos iniciales de la investigación por un abogado 

defensor de su libre elección o de oficio? 

Del producto de la encuesta, se ha podido apreciar que veintidós indígenas no han 

contado con un abogado defensor de su libre elección o de oficio; y dos si contaron 

con un abogado, tal como se muestra en el Gráfico N° 9. 

Gráfico N° 9. 

 

 

 

 

 

 

 

10. ¿Cuándo lo han detenido los efectivos policiales, han realizado actos 

intimidatorios, violencia física y psíquica en su persona? 

De lo que respecta a este apartado, se puede advertir que, de los veintitrés, trece 

sostienen que cuando los han detenido los efectivos policiales, han realizado actos 

intimidatorios, violencia física y psíquica en su persona; en cambio diez mantienen 

que no, como se puede apreciar en el Gráfico N° 10. 
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Gráfico N° 10. 

 

 

 

 

 

 

 

 

11. ¿Cuándo lo han tomado las declaraciones los efectivos policiales, han generado 

violencia en su persona? 

Por su parte, de los veintitrés indígenas encuestados respecto sí han ejercido violencia al 

momento de tomar las declaraciones, se ha obtenido que trece han sostenido que sí han sido 

agredidos físicamente como psicológicamente, y diez dilucidan que no; como se puede 

apreciar en el Gráfico N° 11.  

Gráfico N° 11. 

 

 

 

 

 

 

 

 

12. ¿Al momento de declarar, ha contado con un intérprete? 

Podemos advertir que, el 91% no ha contado con un intérprete al momento de su 

declaración, y el 9% sí ha contado, lo que no ha permitido que se vulnere su derecho 

a nivel de investigación. Mírese en el Gráfico N° 12. 
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Gráfico N° 12. 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

13. ¿Cuándo declaró, usted leyó y entendió el documento de su declaración?  

Referente a esta interrogante, se ha podido obtener que veintidós cuando 

declararon no lo leyeron, ni entendieron el documento de su declaración, y solo 

uno manifiesta que sí, tal como se puede apreciar en el Gráfico N° 13. 

Gráfico N° 13. 

 

 

 

 

 

 

 

 

14. ¿Usted fue coaccionado o presionado para que firme su manifestación ante 

la Policía? 

Practicado la encuesta respecto a esta interrogante, se obtuvo que doce 

indígenas afirman que fueron coaccionados por los efectivos policiales al 

momento de brindar sus declaraciones, y once sostienen que no, toda vez que, 

algunos no se encontraban en el paro amazónico. Como se puede apreciar en el 

Gráfico N° 14. 

 

 

9%

91%

1er trim. 2º trim.

1

22

0

5

10

15

20

25

Si No

Serie 1



 

43 

 

Gráfico N° 14. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

15. ¿Al momento de declarar ante la autoridad competente, entendía las 

preguntas que le formulaban? 

Cuando se interrogó esta pregunta a los indígenas, el 96% indicó que no 

entendían las interrogantes que le formulaban, y el 4 % mantuvo que sí. Como 

se puede apreciar en el Gráfico N° 15. 

Gráfico N° 15. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

16. Después de los hechos, ¿ha sido asistido por un médico legista o por otro 

profesional de salud? 

El 91% de los procesados indígenas afirman no haber sido asistido por un 

médico legista u otro profesional de salud. No obstante, el 9% sostienen que sí. 

Mírese en el Gráfico N° 16. 
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Gráfico N° 16. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

17. ¿Sabe el uso y manejo de un arma de fuego?  

Cuando se hizo el interrogatorio a los indígenas por si saben el manejo y uso de 

arma, veintidós sostuvo que no saben usarlo, y uno, afirmó que sí, toda vez que 

este fue un militar. Como se puede apreciar en el Gráfico N° 17. 

Gráfico N° 17. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

18. ¿Qué delitos lo he está imputando la fiscalía? 

En el presente Gráfico N° 18, se muestra los delitos imputados a los veintitrés 

indígenas, de los cuales se tiene que: el 9% de indígenas han cometido el delito 

de homicidio calificado, el 7% de lesiones graves, el 22% de entorpecimiento 

al normal funcionamiento de los servicios públicos, el 23% de motín, el 21% 

disturbios, y el 8% de daños agravados. Debemos dejar en claro, que a algunos 

de los imputados indígenas, se los está acusando más de dos delitos.  
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Gráfico N° 18. 

 

19. ¿En calidad de que se lo está imputando, como autor intelectual o autor 

material? 

El Gráfico N° 19, muestra que a seis se lo está imputando como autor 

intelectual, equivalente al 26%; y a diecisiete como autores materiales de los 

delitos mencionados anteriormente, éste equivalentes al 74%. 

Gráfico N° 19. 
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Tabla 1. Análisis de la claridad de la imputación formulada a los procesados indígenas awajún-wampis por el caso Curva del Diablo-

Baguazo: EXP. N°. 2009-0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-

B 

Incongruencia Vulneración de las normas jurídicas 

nacionales 

Vulneración de los 

Tratados Internacionales 

- Fundamento 20. “A horas seis y media de la 

mañana efectivos policiales procedieron a 

desbloquear en el punto denominado Curva del 

Diablo de la carretera Fernando Belaunde Terry, y 

que producto del enfrentamiento perecieron varios 

efectivos policiales, así como se han producido 

lesiones graves, daños materiales, atentado contra 

los medios de transporte de servicio público, 

posesión de armas. 

- Fundamento 23-31. “se acusa a 6 indígenas 

awajun-wampis, en la calidad de instigadores, y 

autores directos, de haber cometido los delitos de: 

homicidio calificado, lesiones graves, 

entorpecimiento, al funcionamiento de servicios 

públicos, motín, disturbio, fabricación, tenencia 

ilegal de armas, municiones y explosivos, arrebato 

de armamento o municiones de uso policial, y 

daños agravados”. 

- Fundamento 31-61. “Se tipifica las mismas 

imputaciones en los ocho delitos”. 

 

- La acusación no presenta una 

relación clara de los hechos que se 

los atribuye a los imputados como 

ilícitos penales. 

- Los fundamentos de la acusación 

fiscal presentan imputaciones 

genéricas, estereotipadas. 

 

 

 

 

- Constitución Política del Perú de 

1993: Artículos 2°, inc. 24, parágrafo 

d: “Nadie será procesado ni 

condenado por acto u omisión que al 

tiempo de cometerse no esté 

previamente calificado en la ley de 

manera expresa e inequívoca, como 

infracción punible; ni sancionado con 

pena no prevista en la ley”. 

 

- Constitución Política del Perú de 

1993: Artículo 139, inciso 14: “El 

principio de no ser privado del 

derecho de defensa en ningún estado 

del proceso. Toda persona será 

informada inmediatamente y por 

escrito de la causa o las razones de su 

detención. (…)” 

- Artículo 14° inc. 3, literal 

“a”, del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y 

Políticos: “Durante el 

proceso, toda persona 

acusada de un delito tendrá 

derecho, en plena igualdad 

a las siguientes garantías 

mínimas: a) a ser 

informada sin demora en 

un idioma que comprenda y 

en forma detallada, de la 

naturaleza y causas de la 

acusación formulada 

contra ella. 
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Tabla 2. Análisis de la precisión de la imputación formulada a los procesados indígenas awajún-wampis por el caso Curva del Diablo-

Baguazo: EXP. N°. 2009-0194-010107-PJP1. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Dictamen fiscal N° 056-2012-

MP-DJA-FSMDT-B 

Incongruencia Vulneración de las normas jurídicas 

nacionales 

Vulneración de los Tratados 

Internacionales 

Fundamento 20: “El Ministerio 

Público sostiene que de cinco mil 

protestantes solo veintitrés son los 

presuntos responsables de los 

delitos de Homicidio Calificado, 

Lesiones Graves, 

Entorpecimiento, al 

Funcionamiento de Servicios 

Públicos, Motín, Disturbio, 

Fabricación, Tenencia Ilegal de 

Armas, Municiones y Explosivos, 

Arrebato de Armamento o 

Municiones de Uso Policial, y 

Daños agravados”. 

En el fundamento veinte, no existe una 

individualización precisa de los presuntos 

responsables por los hechos suscitados el 5 de 

junio del año 2009, por ende, se ha vulnerado el 

principio de imputación necesaria. 

- Artículo 336° inc. 1, exige: que los 

imputados se encuentren 

debidamente individualizados. 

 

- Artículo 139, inc. 14, de la 

Constitución: el principio de no ser 

privado del derecho de defensa en 

ningún estado del proceso. Toda 

persona será informada 

inmediatamente y por escrito de la 

causa o las razones de su detención 

(…).  

- Artículo 8°, inc. 2 Literal “b” 

de la Convención Americana 

de Derechos Humanos: “el 

imputado tiene derecho a la 

individualización de la 

imputación”. 
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Tabla 3. Análisis de las circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores de la imputación formulada a los procesados indígenas 

awajún-wampis en el caso Curva del Diablo-Baguazo EXP. N°. 2009-0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B Incongruencia Vulneración de las normas jurídicas nacionales 
Circunstancias precedentes 

- Fundamentos 21- 66. “Se tiene que los dirigentes que 

tienen la calidad de instigadores han inducido días previos 

a los hechos para que los demás procesados ocasionen la 

muerte, atenten contra la integridad física de las personas, 

impidan el normal funcionamiento del transporte, 

arrebaten y tengan ilícitamente en su poder las armas de 

fuego, y generen daños a la propiedad pública de 

diferentes instituciones”. 

Circunstancias concomitantes 

- Fundamento 32. “Que, con fecha 5 de junio del año 2009, 

a horas aproximado de las seis y media de la mañana, 

personal policial procedieron a desbloquear la carretera 

Fernando Belaunde Terry en el lugar denominado Curva 

del Diablo, empleando para ello gas lacrimógeno, por lo 

que los nativos decidieron enfrentarlos”.  
- Fundamento 37. “Varios indígenas lanzaron una granada 

encima de un carro policial, la misma que rebotó 

dispersándose las esquirlas e impactando a efectivos 

policiales (…)”. Asimismo, en el fundamento 43 se tiene 

que un grupo de indígenas incendiaron la camioneta 

oficial del Ministerio Público, de placa PIN-111, y a la 

cisterna de la Compañía de Bomberos Voluntarios N° 97. 

Circunstancia subsecuente 

Fundamento 63. “Que, con fecha 6 de junio del año en 

curso, a horas aproximado 5:00 pm personal policial 

intervino a dos de los procesados, cuando estaban 

generando destrozos a las instalaciones del Centro de 

Salud el Milagro”. 

- No existe una relación circunstanciada de 

tiempo, modo y lugar.   

 

- Se evidencian un estado de indefensión o el 

ejercicio de la legítima defensa.  

 

- No se puede apreciar mediante fotos, testigos 

donde se evidencie los daños causados a las 

instalaciones. 

- Artículo 349°, inc. 1, literal “b” del Código Penal: 

la acusación fiscal será debidamente motivada y 

contendrá: la relación clara y precisa del hecho que 

se atribuye al imputado con sus circunstancias 

precedentes, concomitantes, y posteriores. 

- Artículo 20°, inc. 3 del Código Penal; el que prevé: 

el que obra en defensa de bienes jurídicos propios 

y de terceros, (…).  

- Artículo 2°, inc. 23, de la Constitución Política del 

Perú “el que actúa por legítima defensa”. 

- Artículo 158°, inc. 3, literal c) del Código Procesal 

Penal, prevé que la prueba por indicio requiere, que 

estos sean plurales, concordantes y convergentes, 

así, como que no se presenten contradicciones 

consistentes. 
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Tabla 4. Análisis de las pruebas testimoniales admitidas a nivel de acusación fiscal, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 2009-

0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B Incongruencia Vulneración de las normas jurídicas 

nacionales 

Vulneración de los Tratados 

Internacionales 

- Fundamento 64. “Los dirigentes de la comunidad han 

coaccionado a los pobladores a fin de que apoyen el 

paro Amazónico”. 

- Fundamento 66. “Uno de los procesados manifiesta 

no conocer a ninguno de los procesados, y que, al 

momento de su intervención por la policía, se 

encontraba en la carretera de Corral Quemado 

esperando a viajar”. 

- Fundamento 66-98. “El Milagro-Kilómetro, a 200 

mts., del Centro Poblado Siempre Viva, fueron 

atacados por un aproximado de 2000 a 3000 nativos 

encapuchados, los rostros pintados, los mismas que 

han causado los daños”. 

- Fundamento 89. “Uno de los procesados afirma ser 

arrestado cuando estaban observando el 

enfrentamiento entre los indígenas y los efectivos 

policiales, y se los acusa de haber cometido los delitos 

de Entorpecimiento al funcionamiento de Servicios 

Público, Motín, Disturbio”.  
- Fundamento 69-72. “Efectivos policiales fueron 

atacados por un grupo de indígenas que portaban 

armas de fuego de largo alcance (escopetas, 

perdigones), así como palos, lanzas, hondas, machetes; 

a la altura del kilómetro 200 de la carretera de 

Fernando Belaunde Terry”.   

- Fundamento 11084-11085, de la Acta de Audiencia 

Pública Continuada, se tiene: cuando fue detenido, ha 

sido sometido a castigos como patadas y golpeado con 

un arma hasta hacerlo desmayar. 

- No se llega a determinar 

el lugar y tiempo donde se 

ha producido la coacción. 

 

- El medio probatorio 

constituye una 

impertinencia dentro de la 

acusación fiscal. 

 

- No llega a identificar al 

autor del delito. 

 

- El medio probatorio no 

constituye ser útil dentro 

de la acusación fiscal. 

 

- El medio probatorio 

presentado constituye una 

prueba ilícita. 

- Constitución Política del Perú, 

artículo 2°, inciso 24, apartado “a”: 

nadie está obligado a hacer lo que la 

ley no mande, ni impedido de hacer lo 

que ella no prohíbe.  
- Artículo 268 del Código Procesal 

Penal establece: que no solo basta los 

elementos suficientes de convicción, 

sino además, que exista una 

vinculación entre el hecho realizado y 

la conducta del agente. 

- Artículo VIII, inciso 2, del Título 

Preliminar del Código Procesal Penal 

de 2004: carecen de efecto legal las 

pruebas obtenidas, directa o 

indirectamente, con violación del 

contenido esencial de los derechos 

fundamentales de la persona. 

- Literal h) inciso 24, art. 2, de la 

Constitución Política del Perú: nadie 

debe ser víctima de violencia moral, 

psíquica o física, ni sometido a 

tortura o a tratos inhumanos o 

humillantes (…). 

- Artículo 16° de las Directrices 

sobre la función de los 

fiscales: cuando los fiscales 

tengan en su poder pruebas 

contra sospechosos y sepan o 

tengan sospechas fundadas 

que fueron obtenidas por 

métodos ilícitos que 

constituyan una violación 

grave de los derechos 

humanos (…). 

- Artículo 1°, de la Convención 

contra la Tortura y Otros 

Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes. 
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Tabla 5. Análisis de las pruebas periciales admitidas a nivel de acusación fiscal, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 2009-

0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B Incongruencia 

- Fundamento 99 al 132. Los efectivos policiales han muerto producto de armas de fuego, 

y por objetos punzo cortantes y penetrantes, lo que han ocasionado Shocks 

Hipovolémicos, heridas perforante en el tórax, heridas contuso cortantes, heridas punzo 

cortantes, laceraciones de carótidas primitiva, equimosis, excoriaciones, laceraciones 

pulmonares bilaterales, traumatismo toráxico abierto, laceraciones pulmonares. 

- Fundamento 141. A uno de los lesionados miembros de la PNP, se lo da 12 días de 

incapacidad médico legal, y la fiscalía tipifica el delito de lesiones graves.  

- Fundamento 142-146. A cuatro efectivos policiales se los da 8 días de incapacidad 

médico legal, y la fiscalía tipifica el delito de lesiones graves. 

- No individualiza al autor del delito. 

- No existe las pruebas periciales dactiloscópicas. 

- La prueba de absorción atómica resulta ser negativa. 

- La fiscalía sustenta que solo dos de los procesados han ocasionado los 

fundamentos expuestos 99-132, en laso de tiempo de un aproximado de 3-

4 horas.  

- Los fundamentos 141, 142-146, no configura el delito de lesiones graves 

Tabla 6. Análisis del grado de participación atribuida a los procesados indígenas, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 2009-

0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-

FSMDT-B 

Incongruencia Vulneración de las normas jurídicas 

nacionales 

Vulneración de los Tratados 

Internacionales 

- Fundamentos del 1 al 4.- Se estipula que 

seis de los veintitrés procesados 

indígenas tienen la calidad de 

instigadores, y diecisiete como autores 

directos, acusados por los presuntos 

delitos de Homicidio Calificado, 

Lesiones Graves, Entorpecimiento al 

Funcionamiento de Servicios Públicos, 

Motín, Disturbio, Fabricación, Tenencia 

Ilegal de Armas, Municiones y 

Explosivos, Arrebato de Armamento o 

Municiones de Uso Policial, y Daños 

agravados. 

- Fundamento 66, 67 y 68. Los 

procesados refieren no conocerse 

ninguno entre ellos. 

- La acusación no presenta una 

relación clara y precisa de los 

hechos que se los atribuye a los 

imputados como ilícitos penales. 

- Los fundamentos de la acusación 

fiscal presenta imputaciones 

genéricas, estereotipadas. 

- Los fundamentos veintiuno y 

veintidós, vulneran el principio de 

imputación necesaria.  

 

- Constitución Política del Perú de 1993: 

Artículos 2°, inc. 24, parágrafo d: “Nadie será 

procesado ni condenado por acto u omisión que 

al tiempo de cometerse no esté previamente 

calificado en la ley de manera expresa e 

inequívoca, como infracción punible; ni 

sancionado con pena no prevista en la ley”. 

 

- Constitución Política del Perú de 1993: 

Artículo 139, inciso 14: “El principio de no ser 

privado del derecho de defensa en ningún 

estado del proceso. Toda persona será 

informada inmediatamente y por escrito de la 

causa o las razones de su detención. (…)” 

- Artículo 14° inc. 3, literal “a”, 

del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos: 

“Durante el proceso, toda 

persona acusada de un delito 

tendrá derecho, en plena 

igualdad a las siguientes 

garantías mínimas: a) a ser 

informada sin demora en un 

idioma que comprenda y en 

forma detallada, de la 

naturaleza y causas de la 

acusación formulada contra 

ella. 
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Tabla 7. Análisis de los delitos atribuidos a los procesados indígenas awajún-wampis, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 

2009-0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B Incongruencia Normas jurídicas nacionales 

- Fundamento 32. Se acusa a seis procesados indígenas de tener la 

calidad de instigadores, y a dos de tener la calidad de ser autores directos 

de la muerte de doce efectivos policiales; toda vez, que los dos últimos 

han actuado con alevosía y con gran crueldad. 
- Fundamento 36.  Se acusa a seis procesados indígenas de tener la 

calidad de instigadores, y a dos de tener la calidad de ser autores directos 

de las lesiones graves de 18 efectivos policiales.  

- Fundamento 42.  Se acusa a seis procesados indígenas de tener la 

calidad de instigadores, y a quince de tener la calidad de ser autores 

directos, toda vez que, estos últimos han ocasionado sin crear situación 

de peligro común, impidan el normal funcionamiento del transporte 

público y privado.  

- Fundamento 47. Se acusa a seis procesados indígenas de tener la 

calidad de instigadores, y a catorce de tener la calidad de ser autores 

directos, toda vez que, estos últimos en forma tumultuaria han ejercido 

violencia contra los efectivos policiales y los bienes del Estado, para la 

derogatoria de los Decretos Legislativos.  

- Fundamento 52. Se acusa a seis procesados indígenas de tener la 

calidad de instigadores, y a trece de tener la calidad de ser autores 

directos, toda vez que, estos últimos en forma tumultuaria han ejercido 

violencia contra los efectivos policiales y los bienes del Estado.  
- Fundamento 55 y 59. Se acusa a seis procesados indígenas de tener la 

calidad de instigadores, y a tres de tener la calidad de ser autores 

directos, y que últimos arrebaten el armamento de fuego, para luego 

causar la muerte de los efectivos policiales, y después tenerlo 

legítimamente en su poder. 
- Fundamento 63.  Se acusa a seis procesados indígenas de tener la 

calidad de instigadores, y a dos de tener la calidad de ser autores 

directos, y que éstos, causen destrozos a las instalaciones del Centro de 

Salud el Milagro. 

- La fiscalía no ha llegado a probar 

si los acusados han actuado con 

gran crueldad y alevosía. 
 
- No existe dolo, mientras no se 

identifique al presunto 

responsable de delito. 

 

- Estamos frente a un derecho 

constitucional que es el derecho a 

la protesta. 

 

- No se ha llegado a identificar con 

precisión a los presuntos 

responsables. 

 

- Estamos frente a la protección al 

territorio, la cultura, el medio 

ambiente, costumbre. 

 

- La fiscalía no ha presentado, 

testimonios, fotos, entre otros, que 

acrediten que los acusados sean 

los responsables de los daños 

materiales. 

 

- No se aprecia la prueba de 

absorción atómica ni como la 

prueba dactiloscópica. 

 

- Art. 108° del C.P. “Será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de quince años el que mate a 

otro concurriendo cualquiera de las circunstancias 

siguientes: con gran crueldad o alevosía, (…). 
- Artículo 121° del C.P. “El que causa a otro daño 

grave en el cuerpo o la salud, será reprimido con pena 

privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de 

ocho años. Se consideran lesiones graves: las que 

ponen en peligro inminente la vida de la víctima, y si 

la víctima es miembro de la Policía Nacional del Perú 

(…). 
- Artículo 283° del C.P. El que, sin crear una situación 

de peligro común, impide, estorba, o entorpece el 

normal funcionamiento el normal funcionamiento del 

transporte o de los servicios públicos (…). 
- Art. 248 del C.P.: el que, en forma tumultuaria, 

empleando violencia contra las personas o fuerza en 

las cosas, se atribuye los derechos del pueblo y 

peticiona en nombre de éste para exigir de la 

autoridad la ejecución u omisión de un acto propio de 

sus funciones, (…). 
- Artículo 315° del C.P. El que, en una reunión 

tumultuaria, atenta contra la integridad física de las 

personas y/o mediante violencia causa grave daño a 

la propiedad pública o privada, (…). 
- Artículo 279°, y 279°-B. Delitos contra la seguridad 

pública de peligro común. Confieren los delitos de 

arrebato y tenencia ilegal de armas. 

- Artículo 205.- El que daña, destruye o inutiliza un 

bien, mueble o inmueble, total o parcialmente ajeno, 

(…), con sus agravantes previstos en el artículo 206. 
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Tabla 8. Análisis de la motivación del contenido de la acusación, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 2009-0194-010107-

PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B Incongruencia Vulneración de las normas jurídicas nacionales 

- Fundamento 1 al 165. La motivación está inmersa 

en todo el contenido de la acusación. 

 

- En algunas partes del contenido de la 

acusación, no existe una eficaz 

fundamentación jurídica y fáctica a 

nivel de acusación. 

 

- Artículo 349 del Código Procesal Penal. La acusación fiscal será 

debidamente motivada y contendrá: la relación clara y precisa 

(…).  

 

Tabla 9. Análisis del principio de legalidad a nivel de acusación fiscal, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 2009-0194-

010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B Incongruencia Vulneración de las 

normas jurídicas 

nacionales 

Vulneración de los Tratados 

Internacionales 

- Fundamento 11457. “Cuándo le tomaron su declaración en junio del dos 

mil nueve tuvo la presencia de un abogado defensor que lo oriente y haya 

conversado con usted. En donde responde: no había ningún abogado 

defensor. 

- Fundamentos 11668 al 11680.- Del Acta de Audiencia Pública 

Continuada, donde se menciona que a unos de los procesados no se 

encontraba en lugar de los hechos, sin embargo, después que se ha 

iniciado el Juicio Oral por el caso en mención, se entera por terceras 

personas, que su persona esta con orden de captura a nivel nacional, 

asimismo, manifiesta que en ningún momento le han dado conocimiento 

por parte de los representantes del Estado. 

- Constituye una prueba 

inconstitucional. 

- La fiscalía omite en 

informar la acusación 

que recae en el acusado. 

- Existe la 

autocriminalización. 

- No existe pertinencia, 

conducencia, utilidad, y 

licitud de los medios 

probatorios.   

- Artículo 139°, 

inciso 14, de la 

Constitución 

Política del Perú de 

1993. 

- Artículo 139°, inc. 

15, de la 

Constitución. 

- Artículo 2° inciso 8 

literal “h” de la 

Constitución 

Política. 

- Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, 

artículo 14°, inc. 3, literal “b”. 

- Artículo 8°, inc. 2, literal “b”, 

de la Convención Americana 

de Derechos Humanos, lo 

describe que: toda persona 

inculpada del delito tiene el 

derecho a una comunicación 

previa y detallada de la 

acusación formulada. 
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Tabla 10. Análisis del principio del debido proceso a nivel de acusación fiscal, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 2009-

0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-

B 

Incongruencia Vulneración de las normas 

jurídicas nacionales 

Vulneración de los Tratados 

Internacionales 

- Fundamento 20. “Que con fecha 5 de junio del año 

2009, se procedió al desalojo en la zona 

denominada curva del Diablo”. 

- Fundamento 23-31. “Se acusa a 6 indígenas 

awajun-wampis, en la calidad de instigadores, y 

autores directos, por los hechos acecidos el 5 de 

junio del año 2009. 

- Fundamento 20: “El Ministerio Público sostiene 

que de cinco mil protestantes solo veintitrés son los 

presuntos responsables”. 

- Fundamentos 21- 66. “Se tiene que los dirigentes 

que tienen la calidad de instigadores han inducido 

días previos a los hechos para que los demás 

procesados ocasionen los acontecimientos en la 

zona denominada en la curva del Diablo”. 

- La fiscalía no ha subsumido la 

imputación fáctica, como los 

medios probatorios como lo 

establecen las normas que la 

regulan. 

- La fiscalía no ha actuado de 

conformidad con las normas 

nacionales e internacionales que 

regulan sus funciones.           

- Artículo 2 inciso 24, literal 

d) de la Constitución 

- Artículo II del Título 

Preliminar del Código 

Penal. 

 

- Artículo 16° de las Directrices sobre 

la función de los fiscales. 

- Artículo 14° inc. 3, literal “a”, del 

Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos 

- Convención Internacional sobre la 

Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial. 

- Convenio Nº 169 OIT relativo a los 

pueblos indígenas y tribales en países 

independientes. 

- Las 100 Reglas de Brasilia sobre 

Acceso a la Justicia de las Personas 

en Condición de Vulnerabilidad. 

- Directrices sobre las funciones de los 

fiscales. 
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Tabla 11. Análisis de la acusación fiscal de conformidad a los tratados internacionales, en el caso Curva del Diablo-Baguazo: EXP. N°. 

2009-0194-010107-PJP1. 

Dictamen fiscal N° 056-2012-MP-DJA-

FSMDT-B 

Incongruencia Vulneración de las normas jurídicas 

nacionales 

Vulneración de los 

Tratados Internacionales 

- Fundamento 11084-11085, y 10966.- En 

la Acta de Audiencia Pública Continuada, 

se tiene: cuando fue detenido, ha sido 

sometido a castigos como patadas y 

golpeado con un arma hasta hacerlo 

desmayar. 

- Fundamento 66. “Uno de los procesados 

manifiesta no conocer a ninguno de los 

procesados, y que, al momento de su 

intervención por la policía, se encontraba 

en la carretera de Corral Quemado 

esperando a viajar”. 

 

- Las pruebas que ha presentado la fiscalía 

han sido ilícitas e inconstitucionales. 

- No ha tenido en cuenta el derecho 

consuetudinario. 

- Se solicita la prisión preventiva. 

- Las pruebas que ha presentado la fiscalía 

han sido impertinente, ilícitas, e inútiles. 

- Art. VIII del T.P. del nuevo Código 

Procesal Penal, y el artículo art. 159°, 

del C.P.P. 

- Artículo 334°, inc. 2, y artículo 336, 

del Nuevo Código Procesal Penal.  
- Artículo 268° del nuevo C.P.P, ha 

establecido los presupuestos 

materiales para poder solicitar la 

medida coercitiva personal de 

prisión preventiva. 

- Convención Internacional 

sobre la Eliminación de 

todas las Formas de 

Discriminación Racial. 

- Convenio Nº 169 OIT 

relativo a los pueblos 

indígenas y tribales en 

países independientes. 

- Las 100 Reglas de Brasilia 

sobre Acceso a la Justicia 

de las Personas en 

Condición de 

Vulnerabilidad. 

- Directrices sobre las 

funciones de los fiscales. 
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VI. DISCUSIÓN  

El nuevo sistema acusatorio contradictorio de nuestra legislación, se adscribe al Código 

Procesal Penal del año 2004, publicado el 29 de julio en el diario oficial El Peruano 

mediante Decreto Legislativo N° 957, y en Amazonas el 1 de abril del año 2010; el cual 

reemplaza al sistema inquisitivo del Código de Procedimientos Penales. Este nuevo 

sistema ha innovado en cuanto al contenido de la acusación, estableciendo ciertos 

requisitos que condicionan su validez y motivación que a continuación se analizarán de 

conformidad al Dictamen Fiscal N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B (en adelante 

acusación fiscal), en el caso Curva del Diablo-Baguazo EXP. N°. 2009-0194-010107-

PJP1. 

6.1. ALCANCE JURÍDICO DE LOS REQUISITOS DE VALIDEZ Y LA DEBIDA 

MOTIVACIÓN DE LA ACUSACIÓN FISCAL FORMULADA A LOS 

INDÍGENAS AWAJÚN-WAMPIS EN EL CASO CURVA DEL DIABLO-

BAGUAZO EXP. N°. 2009-0194-010107-PJP1 

6.1.1. CUADRO COMPARATIVO ENTRE EL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES Y EL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

Para tener una idea clara sobre los procedimientos entre el Código de 

Procedimientos Penales y el Código Procesal Penal, es indispensable establecer 

ciertas precisiones que nos permitan diferenciar desde y hasta qué etapa del 

proceso materia de análisis, se aplicaron ambas normas adjetivas; ya que, en base 

a estas particularidades se centró nuestra discusión.
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6.1.1.1. Línea de tiempo- 

 

 

Código de 
Procedimie

ntos 
Penales 

(1940)

Nuevo 
Código 
Procesal 
Pensal

(2004)

El 
expresidente 
Alan Garcia 

recibe poderes 
del Congreso 

para 
inplimentar el 
TLC. (2007)

Promulgación 
de los 

Decretos 
Legislativos 

(2008)

Primer paro 
Amazónico 

(09/08/2008)

Segundo paro 
Amazónico

(09/04/2009) 

Hechos 
suscitados en 
la Curva del 

Diablo-
Baguazo 

(05/06/2009)

La Fiscalía 
Provincial 
Mixta de 

Uctubamba 
formula de 

denuncia ante 
el Primer 

Juzgado Penal 
de Uctubamba 

(12/06/2009) 

Nuevo 
Código 
Procesal 

Penal en el 
Distrito 
Judicial 

Amazonas

(2010) 

La Fiscalía 
Superior de 

Bagua 
formula 

acusación 
ante la Sala 

Penal de 
Bagua

Inicio del 
Jucio Oral 

(14/05/2014)

Emiten 
sentencia por 

el caso 
Curva del 
Diablo-
Baguazo 

(22/09/2016)

Interposición 
de Nulidad 

ante la Corte 
Suprema de 
Justicia de la 

República

(10/2016)

Aún la 
Corte 

Suprema 
de Justicia 

no se 
pronuncia 

por 
unanimidad 
respecto al 
recurso de 

nulidad 
interpuesto 

por la 
fiscalía 
(2019) 
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6.1.1.2. Cuadro comparativo. 

Código de Procedimientos Penales de 1940 Código Procesal Penal  de 2004 

- La primera etapa en este proceso penal, es conocido como la etapa de 

Instrucción. 

- La segunda etapa del proceso penal es el Juicio Oral. 

- La Investigación Preliminar es dirigida por el Juez Provincial.  

- El Ministerio Público trabaja conjuntamente con la PNP en la 

Investigación Preliminar. 

- El director de la investigación es el juez. 

- El fiscal emite dictámenes  

- La acusación fiscal contenía los siguientes elementos: identificación del 

acusado, la acción u omisión punible y las circunstancias que determinan 

la responsabilidad, calificación jurídica, monto de la indemnización civil, 

órganos de prueba ofrecidos por los peritos y testigos, la declaración de 

haber conferenciado o no con el acusado, opinión como se ha llevado a 

cabo la instrucción. 

- Emitida la sentencia, si las partes no estaban conforme, interponían 

recurso de nulidad. 

 

 

- La primera etapa en este proceso penal, es conocido como la etapa de 

Investigación Preparatoria. 

- La segunda etapa del proceso penal es la Etapa Intermedia. 

- La tercera y última etapa, llamada de Juzgamiento.  

- La Investigación Preliminar es dirigida por el Fiscal de la Investigación 

Preparatoria. 

- El Ministerio Publico dirige la Investigación Penal; por lo que la PNP se 

somete a los mandatos que el Fiscal imparte en dicho ámbito. 

- El director de la investigación es el fiscal.  

- El Fiscal de la Investigación Preparatoria emite: disposiciones, 

requerimientos, providencias. 

- La acusación fiscal contiene los siguientes elementos: identificación del 

imputado, relación clara y precisa del hecho que se atribuye al imputado, 

los elementos de convicción, la participación que se lo atribuye al 

acusado, tipo penal, etc. 

- Emitida la sentencia, si las partes no estaban conforme, interponen recuro 

de apelación. 
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6.1.2. REQUISITOS DE LA ACUSACIÓN  

6.1.2.1. Imputación fáctica    

a) Claridad de la imputación  

De la revisión de la acusación interpuesta por la fiscalía, se advierte lo siguiente: 

no existe una relación clara de los hechos. Si bien el representante del Ministerio 

Público en el fundamento veinte, postula que a horas seis y media de la mañana 

efectivos policiales procedieron a desbloquear en el punto denominado Curva del 

Diablo de la carretera Fernando Belaunde Terry, y que producto del 

enfrentamiento fallecieron varios efectivos policiales, así como se han producido 

lesiones graves, daños materiales, atentado contra los medios de transporte de 

servicio público, posesión de armas, entre otros. Sin embargo, sostenemos que no 

es clara, en la medida que no existe una descripción suficiente y detallada de todos 

los hechos considerados punibles que se le imputa a cada uno de los procesados 

indígenas; es decir, si existe una pluralidad de autores materiales, va existir una 

pluralidad de hechos pertenecientes a cada uno de los imputados. Por ende, ha 

vulnerado al principio de imputación necesaria como al principio de legalidad. 

Es pertinente puntualizar, que el principio de imputación necesaria a decir de 

Cáceres citado en Choquecahua (2014), es: “la afirmación clara, precisa y 

circunstanciada de un hecho concreto, con lenguaje descriptivo, referido al 

pasado, que permite afirmar o negar en cada caso o agregar otros hechos que 

conjuntamente con los afirmados, amplíen, excluyan o aminoren la significancia 

penal”. 

De otro lado, si bien en el artículo 349, inc. 1 literal b), del NCPP, no hace una 

definición respeto a la claridad de la acusación; sin embargo, exige que el fiscal 

debe exponer de manera clara el hecho atribuido, lo que permitirá al imputado 

sepa con claridad de los hechos históricos que se lo atribuyen. Lo que significa, 

que el fiscal “debe relatar el hecho tal y como lo vería un observador imparcial” 

(San Martín, 2017). Por consiguiente, la acusación no solo debe expresar la 

relación clara de los hechos; sino también, tiene que ser detallado lo más mínimo 

posible en todos sus aspectos, para de esa manera visualizar la labor activa del 

fiscal que ha desarrollado durante su investigación.  

Dicho esto, resulta importante mencionar que en el Recurso de Nulidad N° 1023-

Cajamarca de fecha 19 de octubre de 2015, citado en San Martín (2017), ha 
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planteado que: “si la acusación no relata con cierta precisión los hechos atribuidos, 

si estos no son específicos y no se sepa con certeza lo que se atribuye al acusado, 

no se puede garantizar un debate efectivo; sus deficiencias afectan el contenido 

constitucionalmente garantizado de los derechos de defensa y la tutela 

jurisdiccional de los imputados”. 

Tal como lo expusimos líneas atrás, en el marco de la acusación formulada a los 

procesados indígenas, la fiscalía ha omitido en narrar de manera pormenorizada 

los acontecimientos suscitados el 5 de junio del año 2009; más bien, su acusación 

se basa en una acusación genérica, toda vez que, no ha determinado la cantidad de 

efectivos policiales que procedieron a desbloquear la carretera que se encontraba 

entorpecida por los indígenas, como no ha establecido el modo, el cómo, y las 

circunstancias en que se llegó a perpetuar el delito. De ahí que sostengamos que 

la acusación formulada a los indígenas no es clara; en todo caso, lo que debió 

hacer es mencionar la cantidad de efectivos policiales que se dirigieron al lugar 

denominado Curva del Diablo, carretera marginal Fernando Belaunde Terry para 

proceder a desbloquear; solo mencionó las distintas unidades operativas entre ella 

la DINOES2, quienes se dirigieron al punto indicado.  

En ese contexto, en el Acuerdo Plenario N° 6-2009/CJ-116, ha indicado que en 

“virtud del principio de legalidad u obligatoriedad, el fiscal está obligado a acusar 

cuando las investigaciones ofrecen base suficiente sobre la comisión del hecho 

punible atribuido al imputado”. Una base suficiente no solo significa que en una 

acusación tiene que existir varios medios probatorios; sino también, tiene que 

existir varios hechos, y estos hechos, no tienen que ser vagos, confusos, y 

desordenados. 

Se debe aclarar, que una imputación es vaga, cuando es impreciso o indefinido; es 

confusa cuando es carente de entendimiento por cualquier persona; y por último 

es desordenado, cuando no amerita un orden o una secuencia. De ahí que (Mair, 

2000, citado en Espinoza, 2018), sostenga que: “la claridad de la imputación 

puede ser afectada cuando el fiscal formula una atribución vaga, confusa, un relato 

desordenado, de la acción que se pone a cargo del imputado”. 

                                                           
2 Dirección Nacional de Operaciones Especiales.- Es la Unidad Élite de la Policía Nacional del Perú, ya 

que cuenta con Personal Policial altamente Calificado para todo tipo de trabajos Policiales como 

Antidisturbios, Contraterrorismo, Antidrogas. 
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Si retomamos nuevamente el fundamento veinte, observamos que no existe en la 

narración de la fiscalía que durante el enfrentamiento hubo peleas de cuerpo a 

cuerpo, utilizando piedras, palos, machetes, estrangulaciones con la mano, entre 

otros; dado que dentro de sus medios probatorios presentados, se tiene que doce 

efectivos policiales lesionados presentan heridas producidos por objetos punzo 

cortantes en diferentes partes del cuerpo, quemaduras, cortes, golpes; lo que no es 

determinante que estos hayan sido producidos solamente por el arma de fuego 

como sostiene la fiscalía.  

 

Del mismo modo, se imputa a seis indígenas como instigadores y a dos como 

autores de los delitos de: homicidio calificado, lesiones graves, entorpecimiento, 

al funcionamiento de servicios públicos, motín, disturbio, fabricación, tenencia 

ilegal de armas, municiones y explosivos; arrebato de armamento o municiones 

de uso policial, y daños agravados (Véase desde fundamentos veintitrés hasta el 

fundamento treinta y uno). Además, se ha representado en el Gráfico N° 19, que 

a seis se lo está imputando como autor intelectual, equivalente al 26%; y a 

diecisiete como autores materiales de los delitos mencionados anteriormente, éste 

equivalentes al 74%. 

 

Cuestión importante a destacar es la figura de instigación. Así, conforme al 

artículo 24° del Código Penal, se castiga como inductor al que dolosamente 

determina a otro cometer el hecho punible; y en el artículo 23° de mismo código, 

hace referencia a la autoría y coautoría, lo cual tiene lugar cuando quien realiza el 

tipo penal, se sirve para la ejecución de la acción típica de otra persona. 

Ahora habiendo precisado la figura de instigación y autoría en la acusación, no se 

puede asegurar que los diecisiete acusados que tienen la calidad de autores 

materiales hayan cometido los ocho delitos especificados anteriormente; sobre 

todo en un lapso de tiempo de dos a tres horas aproximadamente, y haber 

ocasionado la muerte de doce efectivos policiales; imputación que es cuestionable.  

Es de verse también, que la fiscalía no ha narrado el papel de cada uno de los 

instigadores; dado de que si existen seis procesados que tienen la calidad de 

inductores o instigadores, por lo menos debió existir seis a más hechos 
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pertenecientes a cada uno; y, al mismo tiempo, debió determinar cuáles son los 

hechos que pertenece a cada uno.  

Por citar un ejemplo, en el delito de homicidio calificado existen varios hechos, 

como puede ser: como se adquirió y desde cuándo tiene el objeto material del 

delito, desde cuando se viene planificando, en qué modo se cometió, como y 

cuando se cometió el acto, y si después de haber cometido el delito escondió el 

objeto material del delito, etc.; y, también, va existir más hechos si el autor del 

delito actúa con gran crueldad y alevosía.  

En nuestro caso, se acusa a dos de los procesados de haber cometido el delito de 

homicidio calificado en su modalidad de gran crueldad y alevosía; sin embargo, 

no ha narrado la pluralidad de hechos, dado que, si existen varios agravantes, va 

existir varios hechos delictivos. Vistas, así las cosas, no se desprende el cómo, 

cuándo, por qué, con qué, y en qué circunstancias han ocasionado la muerte de los 

efectivos policías. Esto ha llevado a que la fiscalía no mencione con claridad, con 

que ha provocado la muerte, ya sea con palo, cuchillo, machete, piedra, bombas 

caceras; y si es un arma de fuego no ha determinado la trayectoria del recorrido 

de la bala, o determinar desde que distancia se produjo el disparo. Ante este clima, 

la fiscalía debió mencionar si al momento de matar a los efectivos policiales 

produjeron un dolor innecesario, como tortura, golpes con palo, patadas, cortes de 

los miembros poco a poco, entre otros; y si producto de ese dolor, se ha causado 

daños psicológicos. Igualmente, no mencionó si las víctimas han muerto a 

apuñaladas o disparos con armas de fuego, por la espalda o cuando estaba es un 

estado de indefensión; puesto que la fiscalía sostiene que los imputados han 

actuado con traición y alevosía. De ahí, que, en una imputación, no solo va existir 

un solo hecho, sino varios. Como afirma Salinas (s.f.), “si en una acusación existen 

varios imputados, en la acusación habrá varias descripciones de conductas. A cada 

imputado se le asignarán los hechos en los cuales participó en la comisión del 

injusto penal investigado, ya sea como autor o partícipe, para de esa manera no 

efectuar acusaciones genéricas”. 

En esa línea de argumentación, la acusación formulada a los indígenas awajún-

wampis se realizó las mismas imputaciones (hechos) en los ocho delitos, sin la 

descripción suficiente; sobrellevando a una acusación estereotipada o redundante. 

Es decir, en los delitos de homicidio calificado, lesiones graves, entorpecimiento 
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al funcionamiento de servicios públicos, motín, disturbio, fabricación, tenencia 

ilegal, arrebato de armamento o municiones de uso policial, y daños agravados; 

se repiten los mismos hechos, por ende, es confusa e imprecisa. Por lo anotado, 

sostenemos que la acusación debió contener la descripción detallada de cada uno 

de las circunstancias, como son: las circunstancias precedentes, concomitantes y 

posteriori, en cada uno de los ocho delitos; y a raíz de ello establecer la conducta 

antijurídica de cada sujeto, y no generar repeticiones innecesarias en todos los 

ilícitos penales. 

Llevados los hechos expuestos a la teoría, se tienen que, si una investigación no 

es exhaustiva, no va existir varios hechos como elementos probatorios. Por ende, 

tal como afirma Espinoza (2018), “generalmente, la claridad y la precisión 

aumentan en la medida que el factum se actualiza en la etapa de investigación. 

Luego de clausurada esta etapa, el hecho queda delimitado con la acusación”. 

En fin, referente a la claridad de la imputación, no cabe más que decir, en relación 

a los hechos como la relación de cuadros de hechos, acontecimiento histórico de 

relevancia penal que se atribuye al imputado. Y respecto a la precisión de la 

imputación, en el Artículo 8°, inc. 2, literal “b” de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, se ha taxativado que: “el imputado tiene derecho a la 

individualización de la imputación” (Acuerdo Plenario N° 2-2012, Audiencia de 

Tutela e Imputación Suficiente). Puede plantearse entonces, que la precisión de la 

imputación está más referida a quien lo ha cometido el hecho, a diferencia de la 

claridad que está referido a que los hechos sean claros a nivel de investigación y 

acusación. 

 

b) Precisión de la imputación  

La otra posición de la acusación fiscal, se ha establecido respecto a la precisión 

(individualización) de la imputación, en el cual se ha detectado que la fiscalía no 

ha individualizado con precisión al sujeto activo. Como se puede apreciar en el 

fundamento veinte, el representante del Ministerio Público sostiene que de cinco 

mil protestantes solo cincuenta y tres (veintitrés indígenas) son los presuntos 

responsables de los delitos de Homicidio Calificado, Lesiones Graves, 

Entorpecimiento, al Funcionamiento de Servicios Públicos, Motín, Disturbio, 

Fabricación, Tenencia Ilegal de Armas, Municiones, Explosivos; Arrebato de 
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Armamento o Municiones de Uso Policial, y Daños agravados; de los cuales 

veintitrés son miembros de las comunidades indígenas. 

La palabra individualización conforme el diccionario de la Real Academia 

Española, significa: “individuar, particularizar”. En tanto que la palabra 

identificación en sus dos acepciones más útiles para nuestros fines significa: 

“reconocer si una persona o cosa es la misma que se supone o se busca” y “dar los 

datos personales necesarios para ser reconocido”. Ortiz (2013), señala “de ambas 

palabras, nuestro Código Procesal Penal utiliza individualizar, esto quiere decir: 

que propugna que se debe singularizar, que se debe particularizar al imputado 

plenamente, esto es con los datos que lo hacen una persona única e inconfundible”. 

En este orden de ideas, para los fines de una debida individualización, nuestro 

Código Procesal Penal en su artículo 336° inc. 1, no solo exige: que aparezcan 

elementos reveladores de la existencia del delito imputado, sino que los imputados 

se encuentren debidamente individualizados; condición fundamental, 

imprescindible, para poder establecer una hipótesis incriminatoria y tener así un 

caso judicialmente probable.  

Recapitulando nuevamente, en el Acuerdo Plenario 7-2006 /CJ-116: sobre la 

cuestión previa e identificación del imputado, en el fundamento N° 6, señaló que: 

“la individualización del presunto autor o partícipe de un delito concreto, se trata, 

en estricto sentido procesal, de un requisito de admisibilidad de la promoción de 

la acción penal, cuyo incumplimiento constituye un motivo específico de 

inadmisión del procesamiento penal”. 

Remitiéndonos a nuestro caso que es materia de análisis, apreciamos que la 

imputación formula a los indígenas no es precisa, es decir no existe la 

individualización precisa a los presuntos responsables por los hechos suscitados 

el 5 de junio del año 2009; toda vez que, la fiscalía no ha encontrado el nexo causal 

existente entre el sujeto activo y el sujeto pasivo, ni ha podido demostrar a cuál de 

los procesados pertenecen el material del delito. 

En ese contexto de ideas, el representante del Ministerio Público sostiene que de 

cinco mil protestantes, solo veintitrés son los presuntos responsables por los 

hechos suscitados en la Curva del Diablo; lo que a nuestro parecer, no es 

determinante para establecer responsabilidad; dado que no solo se puede imputar 

solamente a cincuenta y tres (veintitrés indígenas) de un aproximado de cinco mil 
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indígenas. Si bien existe el hecho delictuoso, no obstante, no se puede atribuir 

responsabilidad mientras no se haya individualizado precisamente durante la etapa 

de investigación al presunto sospechoso. 

En el marco normativo de los tratados internacionales, en el artículo 8°, inc. 2 

literal “b” de la Convención Americana de Derechos Humanos, señala que el 

derecho del imputado a una debida acusación o imputación, comprende: “la 

individualización del imputado, la descripción detallada, clara y precisa de los 

hechos atribuidos, la calificación legal de los mismos y la fundamentación de la 

acusación con inclusión de las pruebas existentes en su contra”. La 

individualización o identificación del imputado, permite asegurar que el proceso 

se centre contra una persona cierta y determinada, y no contra personas ajenas a 

los hechos o eventuales homónimos; y finalmente, la debida individualización del 

imputado, permite garantizar el derecho fundamental de defensa que ampara al 

incriminado, como a todo sujeto. Como afirmaría García (2016), “para el ejercicio 

del derecho de defensa, el presupuesto indispensable es que el imputado se haya 

identificado, y este pueda conocer los cargos que se le atribuyen, lo que incluye 

no sólo la disposición de inicio de su investigación, sino acceder a toda 

documentación e información reunida en función de su caso”. 

Finalmente, podemos afirmar que la fiscalía en el caso Baguazo al no establecer 

una relación clara y precisa, ha vulnerado el principio de imputación necesaria. 

Vulneración que se podría afirmar, teniendo en cuenta lo que ha establecido la 

Corte Suprema de Justicia de la República en el precedente vinculante contenido 

en el Recurso de Nulidad N° 956-2011, “el principio de imputación necesaria es 

una manifestación del principio de legalidad y el principio de defensa procesal. 

Por lo demás, este principio exige que la acusación ha de ser cierta, no implícita, 

sino precisa, clara y expresa, con una descripción suficiente detallada de los 

hechos considerados punibles que se imputan y del material probatorio en que se 

fundamentan”. 

Por ende, la inobservancia del principio de imputación necesaria por parte de la 

fiscalía en el caso Curva del Diablo, ha generado la vulneración del principio de 

legalidad y de defensa procesal. En la medida que el principio de legalidad alude 

que: una persona sólo puede ser procesada por un hecho típico, es decir, que la 

denuncia penal debe tener como objeto una conducta en la que se verifiquen todos 
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los elementos exigidos en la ley penal para la configuración del delito, art. 2, in. 

24, literal “d” de la Constitución. 

Es de gran importancia saber, que la denuncia penal, hace referencia a la acusación 

y sus elementos o requisitos que lo conforman; es decir, los elementos o requisitos 

que están impregnados en el artículo 349°, inc. 1, del CPP. 

Cuestión a dilucidar, es el principio de defensa procesal que está recogido en el 

artículo 139, inciso 14, de la Constitución Política; quien da a entender, para que 

una persona pueda ser procesada la denuncia penal debe contener con precisión la 

conducta delictiva atribuida a fin de que el imputado pueda defenderse. Solo con 

una descripción clara, precisa, detallada y ordenada, puede respetarse el derecho 

de defensa. 

Siguiendo un análisis exhaustivo de nuestro caso, al no haberse precisado la 

imputación necesaria seguida a los procesados indígenas awajun-wampis, ha 

generado una afectación al principio de legalidad, y al derecho de defensa; ya que, 

al no existir una relación clara, circunstanciada de los hechos, no es posible ejercer 

una defensa adecuada en ningún estado del proceso.  

Como se dijo anteriormente, la fiscalía no ha cumplido con las exigencias de los 

requisitos de validez que establece el artículo 349°, inc. 1, del CPP, por ende, ha 

vulnerado el principio de legalidad como el derecho de defensa, dado que estos 

principios también reposan en la afectación al principio del debido proceso, que 

es un derecho supraconstitucional. 

Es de saber, que el “el debido proceso, con todo el conjunto de garantías que 

supone, solo adquiere dicho estatus cuando se cumple con informar de manera 

adecuada a un ciudadano de las imputaciones que pesan en su contra” (Castillo, 

2008). De ahí que hablemos que una garantía constitucional está referido al 

derecho a ser informado con todas sus características necesarias; para así, poder 

someter a una persona en un proceso de manera justa, respetando todos sus 

derechos que lo confieren. 

 

c) Circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores de la imputación  

Referente a las circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores que están 

inmersos dentro de una acusación, Pérez (2018), refiere que estas circunstancias 

o hechos, están referidos a los indicios, y que estos indicios, son todos los datos 
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vinculados con el hecho delictivo concretamente investigado, los cuales pueden 

ubicarse temporalmente antes, durante o después del hecho. 

El artículo 158°, inc. 3, literal c) del Código Procesal Penal, prevé que la prueba 

por indicio requiere, que estos sean plurales, concordantes y convergentes, así, 

como que no se presenten contradicciones consistentes. Sobre este punto, en la 

Ejecutoria Suprema vinculante recaída en el Recurso de Nulidad N° 1912-2006-

Piura, citado en Pisfil (2018), ha señalado que “los indicios deben ser plurales o 

excepcionalmente únicos, pero de singular fuerza acreditativa; además, ser 

concomitantes al hecho que se trata de probar e interrelacionados, cuando sean 

varios, de modo que se fuercen entre sí y que no excluyan el hecho consecuencia”. 

Concerniente a las circunstancias precedentes en el caso Baguazo se tiene que en 

algunos casos la fiscalía no ha realizado una relación circunstanciada de tiempo, 

modo y lugar. Siendo que en la acusación solamente se tiene que los dirigentes 

que tienen la calidad de instigadores han inducido días previos a los hechos para 

que los demás procesados ocasionen la muerte, atenten contra la integridad física 

de las personas, impidan el normal funcionamiento del transporte, arrebaten y 

tengan ilícitamente en su poder las armas de fuego, y generen daños a la propiedad 

pública de diferentes instituciones (Fundamento veintiuno-sesenta y seis).  

No obstante, la fiscalía no ha mencionado el nombre del lugar donde se ha 

inducido a los imputados, como ha omitido en poner la fecha y hora, solo se ha 

meritado en mencionar que días previos a los hechos, los dirigentes han 

persuadido a los demás procesados a cometer el delito. Además, respecto al modo 

de inducción, el fiscal ha omitido en mencionar si los dirigentes han dicho a los 

imputados que usen la violencia para la ejecución del delito. De igual forma, 

cuando se aplica la encuesta se tiene que: tres desconocen que hubo convocatoria 

para que acudan al paro amazónico, doce afirman que no hubo, y ocho sostienen 

que fueron convocados (Gráfico N° 3).  

Al respecto, Espinoza (2018), menciona que: “la imputación debe proporcionar al 

acusado el conocimiento pormenorizado del cuál, cómo, dónde y de qué modo se 

habría cometido el hecho que se le atribuye; esto importa una relación 

circunstancia con todas las modalidades de tiempo, modo y lugar”. 
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Concerniente a las circunstancias concomitantes, se puede vislumbrar desde los 

fundamentos treinta y dos hasta el treinta y siete; donde la fiscalía sostiene que 

con fecha 5 de junio del año 2009, a horas aproximado de las seis y media de la 

mañana, personal policial procedieron a desbloquear la carretera Fernando 

Belaunde Terry en el lugar denominado Curva del Diablo, empleando para ello 

bombas lacrimógenas, por lo que los nativos decidieron enfrentarlos. 

Somos de los que opinamos, que este apartado no debió ser considerado dentro de 

la acusación, dado que la fiscalía alude que la policía empezó a atacar a los 

indígenas cuando estaban descansando en horas de la mañana; más bien parece 

que estamos ante una causa que exime o atenúan la responsabilidad penal que 

tipifica el Artículo 20°, inc. 3 del Código Penal; el que prevé: el que obra en 

defensa de bienes jurídicos propios y de terceros, (…). En todo caso, lo que debió 

en su primer momento la fiscalía es acusar que los indígenas empezaron a atacar 

como medida de protesta, más no los efectivos policiales. 

 

En el fundamento treinta y siete de la acusación, se tiene que, a raíz del operativo, 

varios indígenas lanzaron una granada encima de un carro policial, la misma que 

rebotó dispersándose las esquirlas e impactando a efectivos policiales, incluso se 

produjeron disparos de arma de fuego de largo alcance, e impactando a varios 

efectivos policiales. 

Analizándolo detalladamente, se observa que la fiscalía no ha podido identificar 

al verdadero responsable que ha lanzado la granada, ni quien ha producido los 

disparos, ni ha identificado que marca de arma se han utilizado. De igual modo, 

en el fundamento cuarenta y tres se tiene que un grupo de indígenas incendiaron 

la camioneta oficial del Ministerio Público, de placa PIN-111, y a la cisterna de la 

Compañía de Bomberos Voluntarios N° 97. Pero al igual que en el anterior, la 

fiscalía no llega a determinar quién ha producido tal incendio; además, no ha 

mencionado con que se ha hecho producir el fuego, ni ha hecho una aproximación 

de cuantos indígenas se encontraban cuando los miembros de la Policía Nacional 

fueron emboscados por los indígenas. 

Igualmente, en el fundamento sesenta y tres, se tiene que: los varios indígenas 

causaron destrozos a las instalaciones del Centro de Salud; sin embargo, la fiscalía 

no ha presentado una prueba evidente que demuestren la responsabilidad de los 
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procesados acusados de haber ocasionado los daños de las instalaciones del 

nosocomio. En tal sentido, no podemos acreditar responsabilidad si no contamos 

con las pruebas suficientes como: el objeto que produjo el daño, testigos directos 

que hayan presenciado los hechos, fotos, entre otras pruebas. 

 

6.1.2.2. Medios de prueba 

6.1.2.2.1. Pruebas testimoniales  

De las revisiones de las pruebas testimoniales presentadas por la fiscalía, 

en el fundamento sesenta y cuatro, se tiene la declaración de una testigo 

que expone, que los dirigentes de la comunidad han coaccionado a los 

pobladores a fin de que apoyen el paro Amazónico. 

Antes de entrar a analizar la declaración testimonial citada, es importante 

definir qué se entiende por coacción y que establece nuestra normativa al 

respecto.  

La Real Academia de la Lengua Española define a la coacción como la 

fuerza o violencia que se hace a alguien para obligarlo a que diga o ejecute 

algo. Ossorio (2011), desde el punto de vista jurídico expresa: “la coacción 

es la fuerza o violencia que se hace a una persona para obligarle a decir o 

hacer algo, siendo este alcance el de una coacción punible, porque avasalla 

la libertad ajena”. En el marco normativo de la Constitución Política del 

Perú en su artículo 2°, inciso 24, no define expresamente a la coacción, 

pero alude que nadie está obligado a hacer lo que la ley no mande, ni 

impedido de hacer lo que ella no prohíbe. 

Lo que se puede inferir en nuestro caso: no ha existido indicios de 

coacción; toda vez que, ninguno de los procesados dentro de sus 

manifestaciones menciona que han sido obligados a la fuerza a concurrir 

al paro amazónico; más bien, sus presencias han sido a favor de la 

derogación de los Decretos Legislativos que consideraban lesivos a sus 

intereses. Como se puede apreciar en el (Gráfico N° 5), veintidós de 

veintitrés indígenas afirman que no fueron coaccionados para que acudan 

al paro Amazónico, y solo uno afirma haber sido coaccionado, generando 

una desventaja del 92%. 
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De esta manera, la simple declaración de una testigo no es determinante 

para encontrar responsabilidad en los procesados, ya que no llegó a 

reconocer a ninguno de los procesados. De la misma manera, no menciona 

quienes fueron los dirigentes, ni quienes fueron los coaccionados. En 

consecuencia, al ser muy genérico y no aportar en nada a esclarecer los 

hechos, optamos que el fiscal debió desistir de ese medio de prueba. De 

otro lado, en la declaración de la testigo no se especifica a qué hora, fecha 

y dónde se ha producido la coacción por parte de los dirigentes para el paro 

amazónico. Sobre esa base San Martín (2017), afirma: “si la acusación no 

cita el lugar, la fecha, es insuficiente; se erige en un incumplimiento 

procesal”.  

En el fundamento sesenta y seis, tenemos la declaración de uno de los 

procesados indígenas, quien manifiesta no conocer a ninguno de los 

procesados, y que, al momento de su intervención por la policía, se 

encontraba en la carretera de Corral Quemado esperando viajar. Como se 

puede apreciar también en el Gráfico N° 4, donde se sostiene que: 

diecinueve afirman no conocer a los dirigentes, y cuatro sostienen lo 

contrario.  

Sostenemos que esta prueba presentada por la fiscalía no es pertinente, 

porque está prueba no tiene una relación directa con el hecho que es objeto 

del proceso. En la medida que el procesado no se encontraba en el punto 

denominado Curva del Diablo donde sucedieron los hechos. 

Se habla de que la pertinencia de la prueba es aquella que guarda una 

relación directa con el objeto del procedimiento, de tal manera que si no 

guardase relación directa con el presunto hecho delictivo no podría ser 

considerada una prueba adecuada (Tribunal Constitucional en el EXP. N.° 

1014-2007-PHC/TC). 

 

Desde los fundamentos sesenta y seis hasta el fundamento noventa y ocho, 

se tiene las manifestaciones de los agraviados miembros de los efectivos 

policiales, quienes aluden que cuando se encontraban en cerro El Milagro-

Kilómetro, a 200 mts del Centro Poblado Siempre Viva, fueron atacados 
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por un aproximado de 2000 a 3000 nativos encapuchados, los rostros 

pintados, los mismos que han causado los daños. 

Para los fines de nuestra discusión, sostenemos que a pesar que la fiscalía 

lleva como un medio de prueba la declaración de los mismos agraviados, 

mantenemos que no es relevante para nuestro caso; dado que ninguno de 

los procesados llegaron a identificarlos; por ende, es difícil encontrar 

responsabilidad no teniendo la identificación precisa del sujeto que comete 

el acto delictivo. Si bien es cierto, se ha podido identificar plenamente a 

las víctimas del hecho, pero no se logra hacer una identificación positiva 

de los imputados, incluso se podría plantear que los investigados nunca 

estuvieron en ese instante que ocurrieron los hechos y la fiscalía no tendría 

como probar lo contrario. 

También, en el fundamento ochenta y nueve encontramos uno de sus 

medios de pruebas testimoniales ha presentado por la fiscalía, que es la 

declaración de uno de los procesados, quien menciona que fueron 

arrestados cuando estaban observando el enfrentamiento entre los 

indígenas y los efectivos policiales, y se los acusa de haber cometido los 

delitos de Entorpecimiento al funcionamiento de Servicios Público, Motín, 

Disturbio. 

Sostenemos que esta prueba no es útil para ser parte dentro de una 

acusación, porque no nos permite conocer los hechos en sí, ni nos permite 

descubrir la verdad, o alcanzar alguna certeza.  

Es oportuno mencionar que la utilidad de la prueba se característica por 

vincular directamente la prueba con el hecho presuntamente delictivo que 

se habría cometido, pues con esta característica se verificará la utilidad de 

la prueba siempre y cuando ésta produzca certeza judicial para la 

resolución o aportación a la resolución del caso concreto (Sentencia del 

Tribunal Constitucional EXP. N.° 1014-2007-PHC/TC). 

Optamos que no existe un elemento suficiente que vincule directamente al 

acusado con el delito que se lo atribuye, mucho menos con la comisión del 

hecho. El tipo base, ha establecido en el artículo 268° del Código Procesal 

Penal “que no solo bastan los elementos suficientes de convicción, sino 

además, que exista una vinculación entre el hecho realizado y la conducta 
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del agente”. Como afirma Neyra (2010), la no existencia de vinculación 

de estos preceptos conlleva a que la prueba no cumpla con sus fines que 

viene a ser, “generar convicción en el Tribunal acerca de la existencia del 

hecho punible y de la participación del autor”. 

 

De otro lado, se tiene las manifestaciones de los agraviados miembros de 

la Policía Nacional del Perú corrientes en fundamentos sesenta y nueve y 

setenta y dos; quienes declaran que fueron atacados por un grupo de 

indígenas que portaban armas de fuego de largo alcance (escopetas, 

perdigones), así como palos, lanzas, hondas, machetes; a la altura del 

kilómetro 200 de la carretera de Fernando Belaunde Terry. 

Es conveniente destacar y al mismo tiempo estamos de acuerdo con las 

declaraciones de los agraviados concerniente al uso de lanza, palos, hondas 

durante el paro amazónico. Pero debemos entender, que cuando un 

indígena porta estos armamentos, no es para utilizarlos como instrumentos 

de agresión, sino como una manera de exhibición de su antigua condición 

étnica de guerreros valerosos y como un elemento de amedrentamiento, 

(Herrera, 2015). No se puede decir lo mismo referente al uso de machetes 

y armas de fuego durante el enfrentamiento del 5 de junio de 2009. Según 

el antropólogo Herrera (2015) a primeras décadas del siglo XX, las armas 

tradicionales que se utilizaban en los enfrentamientos entre grupos nativos 

como la lanza y el escudo dejaron de usarse dejando su lugar por las armas 

de fuego, lo cual da la posibilidad de que estos instrumentos hayan sido 

utilizados durante el enfrentamiento entre miembros de la Policía Nacional 

del Perú y los grupos indígenas. Sin embargo, de los Dictámenes Periciales 

de Biología Forense que presenta la fiscalía, no determina que los 

miembros de la Policía Nacional del Perú hayan muerto producto de una 

escopeta, es genérico al mencionar que la causa de la muerte ha sido 

producto de un Proyectil de Arma de Fuego (PAF). Consideramos, que los 

dictámenes periciales hubiesen especificado el tipo, como las 

características del armamento que ha provocado la muerte. Para de esa 

manera, como alude Martínez (2013), “para que una Pericia en Balística 

Forense genere contundencia en la prueba ante la existencia de un occiso, 
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es necesario determinar qué tipo y las características del armamento”. Si 

consideramos el Gráfico N° 6, en relación de que si los indígenas durante 

el paro amazónico han contado con objetos como: lanzas, machetes, 

flechas, ondas; se tiene los siguientes resultados: de los veintitrés, 

veintiuno afirma que no, y dos afirman lo contrario; resultado que refuta 

la postura del fiscal. 

 

De la declaración de uno de los imputados indígenas, del fundamento 

11084 al 11085 de la Acta de Audiencia Pública Continuada, se tiene que: 

cuando fue detenido, ha sido sometido a castigos como patadas y golpeado 

con un arma hasta hacerlo desmayar. Además, cuando se hace una 

apreciación del Gráfico N° 10, se puede advertir que, de los veintitrés, 

trece sostienen que cuando los han detenido los efectivos policiales, han 

realizado actos intimidatorios, violencia física y psíquica en su persona; en 

cambio diez sostienen que no.  

Respecto a este punto, en la legislación peruana a través del artículo VIII, 

inciso 2, del Título Preliminar del Código Procesal Penal de 2004, ha 

mencionado que “carecen de efecto legal las pruebas obtenidas, directa o 

indirectamente, con violación del contenido esencial de los derechos 

fundamentales de la persona. Igualmente, en el literal h) inciso 24°, art. 2, 

de la Constitución Política del Perú contempla expresamente que “nadie 

debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura 

o a tratos inhumanos o humillantes (…). Carecen de valor las 

declaraciones obtenidas por la violencia; quien la emplea incurre en 

responsabilidad”. 

En nuestro caso, tal como se advirtió en el fundamento anterior, se ha 

evidenciado vulneración los derechos fundamentales del procesado. Toda 

vez, que este ha sido sometido a tratos inhumanos por parte de los efectivos 

policiales. De ahí, que este medio probatorio no debió ser incorporado a la 

acusación seguida a los indígenas awajún-wampis; dado que estos resultan 

ser inconstitucionales. 

Es importante destacar, que cuando estamos hablando de vulneración de 

derechos fundamentales, nos estamos refiriendo a aquellas declaraciones 
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de los imputados que no han sido obtenidos de conformidad a las leyes 

nacionales e internacionales. En concordancia con las normas nacionales 

que protegen los derechos fundamentales frente a la obtención de pruebas 

ilícitas, también se ha encontrado en el plano internacional, normas que se 

pronuncian respecto a ello. Así, tenemos las Directrices sobre la función 

de los fiscales, la cual prevé: “cuando los fiscales tengan en su poder 

pruebas contra sospechosos y sepan o tengan sospechas fundadas que 

fueron obtenidas por métodos ilícitos que constituyan una violación grave 

de los derechos humanos del sospechoso, especialmente torturas, tratos o 

castigos crueles, inhumanos o degradantes u otros abusos de los derechos 

humanos, se negarán a utilizar esas pruebas contra cualquier persona, 

(…)”, artículo 16°. 

De igual manera, también en el fundamento 10966 del Acta de Audiencia 

Pública Continuada, se ha encontrado que uno de los imputados indígenas 

fue maltratado físicamente al momento de la toma de sus declaraciones por 

parte de los efectivos policiales; lo que a nuestro criterio, si bien la fiscalía 

tiene la prerrogativa de acusar, pero ello no significa que no tiene que 

tomar en cuenta las normas internacionales el que el Estado es parte como 

son las Directrices de las Funciones de los Fiscales que regulan en cuanto 

su actuar dentro de su investigación y acusación. 

Según la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes, en su artículo 1°, entiende que la tortura es todo 

acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o 

sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de 

ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto 

que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o 

coaccionar a esa persona u otras, o por cualquier razón basada en cualquier 

tipo de discriminación (…). 

En nuestro caso, se han presenciado lesiones graves en los indígenas 

procesados, los mismos que han sido ocasionados intencionalmente con la 

finalidad de obtener información. Asimismo, también se ha podido 

apreciar que aquí ha existido un alto índice de discriminación por el hecho 

de que los acusados eran indígenas, motivo que ha conllevado que sean 
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sometidos a castigos para obtener información por las fuerzas del poder 

del Estado. 

 

6.1.2.2.2. Pruebas periciales 

En la Tabla 5, apreciamos las pruebas Periciales de Biología Forense 

presentados por la fiscalía. Así, desde el fundamento 99 hasta el 

fundamento 132, tenemos que los efectivos policiales han muerto producto 

de armas de fuego, y por objetos punzocortantes y penetrantes, los que han 

ocasionado el Shock Hipovolémico, heridas perforante en el tórax, heridas 

contusas cortantes, heridas punzocortantes, equimosis, y excoriaciones. 

Antes de llegar a determinar si los indígenas han realizado tales actos, 

veamos que viene a ser un arma de fuego. En palabras de Vargas (2010), 

es entendida como aquel instrumento que disparan un proyectil por la 

acción de una carga explosiva u otro medio de impulso, a través de un 

cilindro metálico. De igual manera (Grimaldo citado en Martínez, et al., 

2013), la clasifica las armas de fuego en relación a su tamaño, así tenemos: 

las armas pequeñas (revolver, pistolas, rifles, carabinas), armas livianas 

(ametralladoras pesadas, granadas de mano, lanzagranadas), armas de 

cañón largo (fusil: AK-47=AKM). Referente a un objeto punzocortante o 

conocido también como un arma blanca, viene a ser una herramienta 

constituida por una lámina, comúnmente metálica con filo en uno o más 

bordes, y la cual puede terminar en un extremo agudo. En otros casos, 

consisten en un objeto cilíndrico o prismático con un extremo puntiagudo. 

Las lesiones que causan estos agentes pueden dividirse en dos grandes 

grupos: heridas extendidas en superficies, y heridas extendidas en 

profundidad. 

En nuestro caso, se tiene que las heridas que presentan en los cuerpos de 

los fallecidos y heridos son: heridas extendidas en profundidad, las cuales 

se subdividen en: a) heridas contuso cortantes.- En este tipo de heridas hay 

bordes, que se continúan por paredes, las cuales se unen en un fondo. Los 

bordes son lineales y a menudo equimóticos. Las paredes son planas y 

lisas, características que las diferencian de las heridas contusas. En el 



 

75 

 

fondo suelen ser uniforme, y afecta el hueso reproduce la sección del 

instrumento. Las armas que las causan actúan por el impacto de su peso y 

el deslizamiento de su filo, debido a que tienen una hoja metálica 

(machete) o un mango largo de madera (hacha); b) heridas punzo 

cortantes. - Este tipo de heridas constan con un orificio de entrada, un 

trayecto y, a veces, un orificio de salida. El orificio de entrada tiene bordes 

lineales, curvos, que se unen en un extremo agudo y otro extremo obtuso, 

en forma de muesca o escotadura. La escotadura o muesca suele atribuirse 

al movimiento de rotación que el agresor imprime al instrumento para 

extraerlo del cuerpo de la víctima. Estas heridas se infligen mediante 

instrumentos de hoja triangular con filo en uno o ambos bordes, los cuales 

se unen en un extremo agudo. Tomados por el puño, se descarga con fuerza 

de forma más o menos perpendicular, sobre el cuerpo de la víctima. Entre 

los instrumentos que las producen están el cuchillo de punta, y el corta 

plumas. Asimismo, la fiscalía afirma que los efectivos policiales acaecidos 

han muerto producto de un Shock Hipovolémico, que viene a ser tal como 

menciona Cerdá (2007), “un trastorno complejo del flujo sanguíneo que se 

caracteriza por una reducción de la perfusión mística y del aporte de 

oxígeno por debajo de los niveles mínimos necesarios para satisfacer la 

demanda de los tejidos, a pesar de la intervención de los mecanismos 

compensadores. Es un fracaso en el sistema circulatorio. La forma de 

shock más habitual es el shock hipovolémico, y se caracteriza por un 

volumen intravascular inadecuado debido a la pérdida o la redistribución 

de la sangre, el plasma u otro líquido corporal”. No debemos dejar de 

mencionar además, que el ministerio público también presenta como 

pruebas periciales heridas perforantes del tórax que fueron producidas por 

objetos punzocortantes, las mismas que ponen en peligro la vida de la 

persona si llega a romperse la pleura y entrar aire en el interior del tórax, 

lo que impide la respiración, presentando como síntomas, un dolor intenso 

en la herida que aumenta al respirar, dificultad respiratoria acusada, salida 

de sangre mezclada con aire, espumosa, se oye una especie de silbido en 

la herida, salida de sangre por la boca con golpes de tos (Heridas, 2015).  

Además, la fiscalía agrega que los efectivos fallecidos han presentado 
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escoriaciones en partes del cuerpo, la misma que viene a ser una lesión 

superficial de la piel, con destrucción de la epidermis y afectación leve de 

la dermis; y por último la fiscalía afirma que los efectivos policiales han 

presentado equimosis que es una infiltración sanguínea bajo la piel en la 

dermis por una ruptura de vasos sanguíneos con indemnidad de la 

epidermis (Educación Legal, 2011). 

En ese sentido, de las pericias descritas precedentemente se llega a 

determinar que en efecto los efectivos policiales si han muerto como han 

sido heridos con objetos punzocortantes, objetos contuso cortantes, y por 

armas de fuego, los que ha producido Shocks Hipovolémicos, heridas 

perforante en el tórax, heridas contuso cortantes, heridas punzocortantes, 

equimosis, excoriaciones. Sin embargo, no se sabe quién ha ocasionado 

todo ello. No existen indicios como huellas en los objetos punzocortantes, 

en las armas, rastros, sangre, vestigios, pelos, pieles, etc., que pertenezcan 

a los dos procesados indígenas acusados de haber cometido tal hecho, lo 

que permita vincular al sujeto con el objeto. 

Si tomamos en cuenta el Gráfico N° 17, cuando se hizo el interrogatorio a 

los indígenas por si saben el manejo y uso de arma, veintidós sostuvo que 

no saben usarlo, y uno, afirmó que si, materia que viene a ser refutable. 

Debemos tener en claro, que la existencia de escoriaciones como de la 

equimosis, implica que durante el enfrentamiento del día cinco de junio 

del año 2009 en el lugar denominado Curva del Diablo, sí ha existido 

peleas, arrastres entre ellos, golpes; pero a nuestro criterio, es imposible 

que solo dos hayan producido todo ello como afirma el representante del 

Ministerio Público. 

6.1.2.2.3. Grado de participación 

De la revisión de la acusación se tiene que: seis de los veintitrés procesados 

indígenas tienen la calidad de instigadores, equivalente al 26%; y diecisiete 

como autores directos, acusados por los presuntos delitos de Homicidio 

Calificado, Lesiones Graves, Entorpecimiento al Funcionamiento de 

Servicios Públicos, Motín, Disturbio, Fabricación, Tenencia Ilegal de 
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Armas, Municiones y Explosivos, Arrebato de Armamento o Municiones 

de Uso Policial, y Daños agravados, equivalente al 74% (Gráfico N° 19). 

Referente a la autoría y participación, el Código Penal establece 

expresamente en el artículo 23°; el que realiza por si por medio de otro el 

hecho punible y los que lo cometen conjuntamente serán reprimidos con 

la pena establecida para esta infracción. 

Desde un enfoque doctrinario, Villavicencio (2006), hace una introducción 

en su trabajo mencionando que las actividades humanas realizadas en el 

marco de las relaciones sociales que el sujeto que delinque no suele actuar 

solo sino con la participación de otros. Frente a una acción que se dirige a 

objetos de referencia, también se orienta hacia la compresión 

comunicativa, de manera que los partícipes no buscan sus objetivos sin 

considerar intereses ajenos, sino que intentan ponerse de acuerdo. La 

comprensión comunicativa existe por el intercambio de perspectivas entre 

los sujetos. Así, esta comunicación orientada a la comprensión, exige que 

los partícipes puedan atribuirse de manera recíproca capacidad de 

imputación, de suerte que no será aceptable la imputación si un partícipe 

cambia su papel por el de un simple observador. Entonces, se nos presenta 

una doble problemática: la naturaleza de la aportación al delito de cada 

sujeto concurrente, y el grado de responsabilidad penal de estos. Esto 

constituye el objeto de la autoría y la participación. 

En ese contexto, Bustos citado en Villavicencio (2006), menciona que la 

participación es accesoria de la autoría y se requiere previamente deslindar 

el concepto de autor para alcanzar un concepto de participación. La 

participación puede ser entendida en sentido amplio y específico. En 

sentido amplio comprende a todo los que intervienen en el hecho delictivo, 

incluso el autor y, de manera específica, son partícipes solo aquellos que 

se encuentran en una relación de dependencia con la conducta del autor; 

como es el caso del instigado. Así, la instigación viene a ser tal como 

vislumbra García (2008), una conducta dolosa de una persona, quien hace 

surgir en otro, mediante un influjo psíquico, la resolución de realizar como 

autor un delito. Así, el influjo causal de la instigación tiene que ser tal que 
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haga surgir ex novo (de nuevo) en el inducido la resolución de cometer el 

delito al que se le induce. 

Welzel, citado en Villavicencio (2006), menciona que la autoría o 

conocida también como autor, siguiendo la Teoría del Dominio del Hecho, 

viene a ser solamente aquel que mediante una conducción consistente del 

fin da acontecer causal en dirección del resultado típico, es señor sobre la 

realización del tipo, quien domina finalmente la ejecución, decide cómo se 

realizará el delito será el autor. Éste, a su vez se subdivide en autor directo 

e indirecto o autor mediato e inmediato. Mori (2009), lo define al autor 

directo como aquel que, de modo personal, individual, conduce de modo 

directo y causal el dominio del evento delictuoso, hasta conseguir su 

propio resultado, es el que realiza el delito por sí mismo, el que mata, no 

se vale de otras personas. 

En el caso seguido a los indígenas awajún-wampis la Fiscalía determina 

que seis de los manifestantes que tienen la calidad de dirigentes de distintas 

etnias amazónicas y valiéndose de la influencia que ejercen sobre las 

mismas, instigaron a los demás procesados. Esta perspectiva, implica que 

los dirigentes han planificado con anterioridad a los hechos para que 

puedan instigar a los demás procesados. También involucra que dentro de 

todos los instigadores se conocen entre sí, para que de esa puedan llegar a 

un mutuo acuerdo y puedan instigar a los demás procesados; cosa que no 

se ha evidenciado en nuestro caso. 

Creemos de todos modos, en cuanto a los autores del delito, también 

significa que todo ellos se conocen para poder cometer el acto delictivo. 

Sin embargo, la fiscalía dentro de sus medios probatorios presenta las 

manifestaciones de los mismos procesados, quienes refieren no conocerse 

ninguno entre ellos (Véase desde el fundamento sesenta y seis hasta el 

fundamento sesenta y ocho). Bajo tal perspectiva, el grado de instigación 

se desconfigura, por considerar que para que exista instigación es 

necesario que exista comunicación afectiva tanto entre el instigador y el 

instigado.  
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6.1.2.2.4. Tipo penal 

En este apartado analizamos los delitos atribuidos a los procesados 

indígenas awajún-wampis en el caso Curva del Diablo-Baguazo. Teniendo 

como referencia la Tabla 7, encontramos los siguientes delitos. 

6.1.2.2.4.1. Homicidio calificado o asesinato 

En el caso Curva del Diablo, se imputa a ocho indígenas de haber 

cometido el delito Homicidio calificado- con gran crueldad y alevosía 

(Art. 108° del C.P.). La misma que está comprendida dentro los delitos 

Contra la Vida, el Cuerpo y la Salud. El texto legal señala que: “será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince años el 

que mate a otro concurriendo cualquiera de las circunstancias 

siguientes: con gran crueldad o alevosía, si la víctima es miembro de 

la Policía Nacional del Perú (…), en el cumplimiento de sus 

funciones”. 

Desde la postura doctrinal de Bramont y García (2009), definen al tipo 

básico de homicidio calificado o asesinato como aquella acción que 

consiste en ocasionar la muerte de una persona a consecuencia de la 

acción realizada por otra, concurriendo cualquiera de las 

circunstancias especificada en el art. 108 del C.P., dichas 

circunstancias están referidas a medios peligrosos o revelan una 

especial maldad o peligrosidad en el sujeto activo del delito. El bien 

jurídico protegido en este delito, es la vida humana independiente, 

necesariamente se requiere que la conducta sea dolosa. El delito de 

asesinato se consuma con la muerte de la persona, por tanto, no hay 

inconveniente en admitir la tentativa. 

En referencia a la agravante con gran crueldad, el mismo autor define 

que esta conducta consiste en acrecentar deliberada e inhumanamente 

el sufrimiento de la persona ofendida, causándole un dolor que es 

innecesario para la perpetración de la muerte. Este dolor puede ser 

tanto físico como psíquico. El fundamento de la agravación se halla 

en la existencia de dos intenciones: la idea de matar, común a todo 

delito contra la vida; y la idea de querer matar de determinada manera. 

Y respecto a la alevosía menciona; es cuando el agente, para matar, 
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emplea medios o formas en la ejecución que tiene directa y 

especialmente asegurada, sin riesgo para su persona que proceda de la 

defensa que pudiera hacer el ofendido. Concretamente, la alevosía 

comprende el modo de matar a traición, momentos cuando la persona 

se encuentra durmiendo, enfermo o totalmente indefenso.  

Respecto a la agravante si la víctima es miembro de la PNP, este 

reproche penal se funda en una mayor gravedad del injusto, ya que el 

comportamiento del homicida, precisamente causa la muerte de 

funcionarios que están involucrados con la seguridad interna y externa 

del país, con la persecución y prevención del delito, y con la 

administración de justicia, (Sentencia de la Corte Superior de 

Amazonas-Sala de Apelaciones Transitoria y Liquidadora de Bagua, 

2016).  

Ahora bien, conforme al fundamento treinta y dos de la acusación se 

acusa a seis procesados indígenas de tener la calidad de instigadores, 

y a dos de tener la calidad de ser autores directos de la muerte de doce 

efectivos policiales; toda vez, que los dos últimos han actuado con 

alevosía y con gran crueldad.  

De lo antes expuesto, se llega a la conclusión que estamos de acuerdo 

con la postura de los magistrados de la Sala de Apelaciones 

Transitoria y Liquidadora de Bagua, toda vez que los efectivos 

policiales durante el operativo policial de desalojo en la zona 

denominada Curva del Diablo, han fallecido instantáneamente 

producto de disparos de arma de fuego, lo cual se ha podido probar 

con las pericias contenidas en la acusación. Sin embargo, la fiscalía 

no ha podido probar que los efectivos policiales fallecidos, hayan 

muerto bajo los ribetes de gran crueldad y alevosía. En esa misma 

línea, los mismos magistrados resuelven que cuando se califican 

hechos que configuran el delito de Homicidio Calificado, previsto en 

el artículo 108°, inc. 3; no se puede precisar en cuál de los dos 

supuestos que establece el citado artículo (gran crueldad o alevosía) 

se subsume la conducta imputada al autor, vulnerando con ello el 

principio de legalidad y al debido proceso. En suma, la fiscalía en el 
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caso en mención, ha vulnerado el principio de legalidad y debido 

proceso, dado que no ha podido demostrar que los efectivos policiales 

han muerto bajo lo ribetes de gran crueldad y alevosía.  

Debemos dejar en claro, además, que no se ha podido probar que la 

conducta de los dos sujetos acusados de haber cometido el delito de 

homicidio calificado haya causado un acrecentamiento deliberado e 

inhumanamente el sufrimiento a los efectivos policiales, causándoles 

un dolor que es innecesario para la perpetración de sus muertes. Ni ha 

podido probar si los acusados han tenido la intención de matar o la 

idea de querer matar de determinada manera. Igualmente, no ha 

podido probar la si los acusados han actuado con alevosía, el querer 

matar empleando medios o formas en su ejecución que tiene directa y 

especialmente asegurada. 

6.1.2.2.4.2. Lesiones graves 

Respecto al delito de Lesiones graves, éste ilícito penal está 

comprendido dentro de los delitos Contra la Vida, el Cuerpo y la 

Salud. La misma que es establecida en el artículo 121° del Código 

Penal, la cual advierte que: “el que causa a otro daño grave en el 

cuerpo o la salud, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de cuatro ni mayor de ocho años. Se consideran lesiones 

graves: las que ponen en peligro inminente la vida de la víctima, y si 

la víctima es miembro de la Policía Nacional del Perú (…) en el 

cumplimiento de sus funciones, se aplicará pena privativa de libertad 

no menor de cinco años ni mayor de doce años”. 

La base teórica en el delito de lesiones graves consiste en la afectación 

calificada, mediante acción u omisión de la salud individual de la 

persona, que es entendida como el estado en el que una persona 

desarrolla normalmente sus funciones, entendiendo como función el 

ejercicio de un órgano o aparato, afirman (Villegas y Rojas, 2012). En 

añadidura a ello, Bramont y García (2009), mencionan que el 

comportamiento consiste en causar grave daño a otro en su salud. El 

tipo objetivo requiere que el daño sea grave, que afecte con cierta 

magnitud a la salud de la otra persona. El legislador ha cobijado en 
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este articulado, las ofensas más graves, es el resultado antijurídico de 

mayor intensidad, cuando el sujeto pasivo sufre un menoscabo real 

cualquiera de las esferas: corporal, fisiológica o mental, que no solo 

han de reputarse como “típicas”, cuando ameritan una prescripción 

facultativa por un tiempo determinado, sino también en virtud de las 

consecuencias perjudiciales, que se manifiestan en una serie de 

circunstancias, enfermedades, incapacidades disfunciones orgánicas, 

mutilaciones de partes del cuerpo, desfiguraciones, así como cualquier 

otro daño en el cuerpo y la salud que pueda ser calificado de “grave”.   

En el caso seguido, en el fundamento treinta y seis se tiene que seis 

procesados indígenas tienen la calidad de instigadores, y dos la calidad 

de ser autores directos de las lesiones graves de dieciocho efectivos 

policiales. La misma que se corrobora con la manifestación de los 

agraviados contenidos en el fundamento sesenta y seis y noventa y 

ocho del contenido de la acusación, el cual menciona que como 

consecuencia del operativo policial de desbloqueo de la carretera 

Fernando Belaunde Terry, resultaron heridos efectivos policiales, ya 

que, estos salieron de Corral Quemado a eso de las cinco de la mañana, 

trasladándose en una camioneta hacia el Caserío Siempre Viva, lugar 

donde había nativos premunidos con palos, flechas, hondas, artefactos 

pirotécnicos, piedras, armas de fuego de largo alcance; y al momento 

que estos pasaban por el peaje, a unos doscientos metros a la Curva 

del Diablo, lanzaron una granada de la parte izquierda de la carretera 

Fernando Belaunde Terry alcanzando a un carro policial, lo cual 

transportaba efectivos policiales, de esa manera causando lesiones 

graves.  

Con lo mencionado precedentemente, se llega a la conclusión material 

que los efectivos policiales sí fueron objeto de lesiones; sin embargo, 

la fiscalía no ha llegado a determinar con precisión quién ha 

ocasionado tal daño de un aproximado de tres mil nativos protestantes. 

Como también es imposible determinar quiénes dispararon en esa 

tumultuaria de gente, lo que la cantidad de personas, imposibilita 

determinar al presunto responsable. Concerniente a ello, la Sala Penal 
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de Apelaciones Transitoria y Liquidadora de Bagua resuelve que el 

Ministerio Público no ha precisado la identificación mínima de que 

persona se trataba y tampoco el número de éstas. 

En cuyo sentido, la atribución de responsabilidad penal atribuida a los 

imputados, teniendo como referencia las manifestaciones de los 

agraviados, no existe una sola manifestación donde se identifique 

perfectamente al presunto responsable, lo que no se puede atribuir 

responsabilidad ante la luz de las leyes, mientras no se individualice 

al sujeto, caso contrario se estaría vulnerando el principio de 

legalidad. No podemos hablar del dolo o culpabilidad en el delito de 

lesiones graves, sino no se tiene bien identificado quien cometió el 

acto ilícito. 

En el fundamento ciento cuarenta y uno de la acusación se desprende 

que, a uno de los lesionados miembros de la Policía Nacional del Perú, 

se lo da doce días de incapacidad médico legal, y la fiscalía tipifica el 

delito de lesiones graves. Y en los fundamentos ciento cuarenta y dos 

y ciento cuarenta y seis, establece que a cuatro efectivos policiales se 

les da ocho días de incapacidad médico legal, y la fiscalía tipifica por 

el mismo delito de lesiones graves. 

Ahora veamos, cuando nos encontramos en un delito de lesiones 

graves, leves, y que viene a ser una falta. 

Al amparo del artículo 121° del Código Penal, el delito de lesiones 

graves es el que causa a otro daño grave en el cuerpo o la salud, como 

también, es cuando ponen en peligro inminente la vida de la víctima, 

mucho más, si la víctima es miembro de la Policía Nacional del Perú 

en el cumplimiento de sus funciones; y el artículo 122° del Código 

Penal, el delito de lesiones leves es el que cause a otro un daño en el 

cuerpo o en la salud que requiera más de diez y menos de treinta días 

de asistencia o descanso, según prescripción facultativa, será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de (…).   

En el Diario Oficial El Comercio se ha establecido que el delito de 

lesiones graves se requiere que causen daño a la integridad corporal, 

o a la salud física o mental de una persona que requiera treinta o más 
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días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa”. En 

cambio, en el delito lesiones leves para que se configure se requiere 

de diez y menos de treinta días de asistencia o descanso, o nivel 

moderado de daño psíquico. De otro lado, si el médico legista 

determina que la atención o días de descanso son de uno a diez días 

solo configura en falta; por tanto, no existe pena privativa de la 

libertad sino únicamente prestación de servicio comunitario. 

Haciendo un análisis de conformidad con lo que estipula el fiscal en 

el caso Baguazo referente al delito de lesiones graves, sostenemos que 

no se configura en los delitos en mención. Como se puede apreciar, la 

fiscalía presenta como su medio de prueba el certificado médico legal 

de uno de los agraviados, donde se le da un descanso médico de doce 

días facultativos. Esta atribución, no configura el delito de lesiones 

graves; toda vez, para que se configure el delito se requiere que el 

descanso médico sobrepase los treinta días; más bien parece que 

estamos frente a un delito de lesiones leves, en la medida que este 

requiere que el descanso médico sea como mínimo de diez a treinta 

días. De igual manera, la fiscalía nuevamente presenta como uno de 

sus medios probatorios el certificado médico de dos de los agraviados, 

donde se los da el descanso de ocho días facultativos, al igual que el 

anterior, también no se configura el delito de lesiones grave; más bien 

parece que estamos frente a una falta que hayan cometido los 

procesados indígenas; y, por ende, al acusado le correspondería como 

sanción de prestación de servicio comunitario. 

6.1.2.2.4.3. Entorpecimiento al funcionamiento de servicios públicos 

Pertinente al delito de Entorpecimiento al funcionamiento de servicios 

públicos, lo encontramos dentro los delitos que atentan la Seguridad 

Pública-contra los Medios de Transporte, Comunicación y otros 

Servicios Públicos, la misma que en el artículo 283° del Código Penal, 

alude que: “el que, sin crear una situación de peligro común, impide, 

estorba, o entorpece el normal funcionamiento del transporte o de los 

servicios públicos de telecomunicaciones, saneamiento, electricidad, 

hidrocarburos, o de sustancias energéticas similares, será reprimido 
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con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis. 

En los casos en que el agente actúe con violencia y atente contra la 

integridad física de las personas o cause grave daño a la propiedad 

pública o privada, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de seis ni mayor de ocho”. 

Para Muñoz (2016), este delito consiste en impedir, estorbar o 

entorpecer el normal funcionamiento de los transportes o de los 

servicios públicos, por cualquier medio que sea. Lo más destacable de 

la figura es que se trata de hechos que no crean una situación de 

peligro común. Los objetos protegidos son los transportes de todo tipo 

(tierra, agua o aire) y los servicios públicos de comunicación, 

provisión de agua, electricidad o sustancias energéticas. La conducta 

tiene ser dolosa. En ese contexto de argumentación, Saldaña (2016) 

piensa que el delito de Entorpecimiento del Normal Funcionamiento 

de Servicios Públicos, se determina como una conducta prohibida sin 

considerar la intensidad de la afectación, si es general o selectiva, 

temporal o permanente, ni cuál es la intencionalidad de la medida.  

Ahora bien, habiendo precisado el concepto del delito de 

Entorpecimiento al Funcionamiento de Servicios Públicos, dirimimos 

el caso conforme a la acusación fiscal, como se anota en el 

fundamento 42, donde el Ministerio Público postula la acusación bajo 

la tesis de Entorpecimiento al Funcionamiento de Servicios Públicos; 

atribuyendo a seis procesados indígenas de tener la calidad de 

instigadores, y a quince de tener la calidad de ser autores directos, toda 

vez que, estos últimos han ocasionado que el 5 de junio del año 2009, 

sin crear situación de peligro común, impidan el normal 

funcionamiento del transporte público y privado.  

Consideramos que esta figura ya no debió existir dentro de la 

acusación; más bien, hubiese acusado de frente el delito de Disturbios, 

dado que es un delito de resultado y no de mera actividad, es decir que 

producto del entorpecimiento procedieron a desbloquear la carretera, 

trayendo como resultado muertes, lesiones graves, y daños graves de 
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los bienes del Estado. Igualmente, sostenemos que no es posible que 

solamente unos cuantos generen esa cantidad de daños. 

Somos de los que opinamos, que aquí estamos frente a un derecho 

constitucional, que es el derecho a la protesta social, la misma que se 

encuentra plasmada en el artículo 2°, inc. 12 de la Carta Magna, la que 

taxativa que toda persona sin distinción de raza, puede reunirse 

pacíficamente sin armas para ejercer su derecho de reclamo ante la 

autoridad política, cuando se vean afectados por terceros o por el 

mismo Estado. Así, también en el artículo 15° de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 21° del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos reconocen que toda 

persona tiene derecho a reunirse pacíficamente y sin armas. Este 

derecho fundamental también ha sido definido por el Tribunal 

Constitucional en el Exp. N° 4677-2004-PA/TC, como “la facultad de 

congregarse junto a otras personas, en un lugar determinado, temporal 

y pacíficamente, y sin necesidad de autorización previa, con el 

propósito compartido de exponer y/o intercambiar libremente ideas u 

opiniones, defender sus intereses o acordar acciones comunes”.  

6.1.2.2.4.4. Delitos contra los Poderes del Estado y el Orden Constitucional, y la 

tranquilidad pública. 

Relativo al delito de Motín, lo encontramos inmerso dentro la figura 

de los delitos que afectan los Poderes del Estado y el orden 

constitucional; el cual prevé en el art. 348° del Código Penal: “el que 

en forma tumultuaria, empleando violencia contra las personas o 

fuerza en las cosas, se atribuye los derechos del pueblo y peticiona en 

nombre de éste para exigir de la autoridad la ejecución u omisión de 

un acto propio de sus funciones, será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de uno ni mayor de seis años”. 

Para la doctrina en el Derecho Penal, como alude Saldaña (2016), el 

delito de motín significa que un grupo de personas, pretextando hacer 

uso de un derecho o aun haciéndolo, perturben el orden público de 

manera violenta en personas o cosas o amenacen a la autoridad para 

intimidarla, incrementándose la sanción para la persona que organice 
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o dirija esta acción. El mismo que establece como elemento subjetivo 

que se atribuya los derechos del pueblo y peticiona en nombre de éste 

para exigir. La vigencia de este tipo penal es innecesaria pues, si lo 

que se pretende sancionar es la violencia contra personas o cosas, ya 

existen figuras delictivas para estos casos como lesiones, homicidio o 

daños a la propiedad. 

En el fundamento cuarenta y siete de la acusación fiscal se tiene que: 

se acusa a seis procesados indígenas de tener la calidad de 

instigadores, y a catorce de tener la calidad de ser autores directos, 

toda vez que, estos últimos en forma tumultuaria han ejercido 

violencia contra los efectivos policiales y los bienes del Estado para 

la derogatoria de los Decretos Legislativos. 

Respecto a este apartado, estamos de acuerdo con la Fiscalía, por 

cuanto la existencia de varios Decretos Legislativos ha generado a que 

distintas comunidades nativas atajen las vías de transporte; pero esto 

se ha realizado con la finalidad de proteger derechos fundamentales 

colectivos, como son: el derecho a la identidad cultural, libertad de 

expresión de derecho, derecho a la reunión, derecho a un medio 

ambiente sano, derecho a la salud, derecho a la tierra, las mismas que 

tienen un rango constitucional que está encima de los otros derechos. 

Bajo el precepto normativo del Código Penal, en su artículo 315° 

establece el delito de Disturbios, la misma que menciona que: el que, 

en una reunión tumultuaria, atenta contra la integridad física de las 

personas y/o mediante violencia causa grave daño a la propiedad 

pública o privada, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de seis ni mayor de ocho años. 

Según la Corte Superior de Justicia de Lima Quincuagésimo Primer 

juzgado penal de Lima EXP. N° 26075-2012, alude: lo que se protege 

el delito de Disturbios es la tranquilidad pública, entendida como un 

orden espiritual e inmaterial a la vez, al definirse como un estado de 

percepción, que tiende a formarse en la psique de los ciudadanos, a 

partir del cual tiene una sensación de seguridad sobre el marco social 

donde han de desenvolverse, de sentir tranquilidad, que sus bienes 
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jurídicos fundamentales no han de verse lesionados por ciertos actos 

de desvalor que tienen lugar por agrupaciones de personas, quienes en 

su ilícito generan zozobra en la Población. 

Conforme a la acusación fiscal, el Ministerio Público postula la 

acusación bajo la tesis de Disturbios; atribuyendo a seis procesados 

indígenas de tener la calidad de instigadores, y a trece de tener la 

calidad de ser autores directos, toda vez que, estos últimos en forma 

tumultuaria han ejercido violencia contra los efectivos policiales y los 

bienes del Estado (Véase en el fundamento cincuenta y dos). Sin 

embargo, la Fiscalía dentro de sus pruebas presentadas no ha 

considerado el Dictamen Pericial de la gravedad de los daños 

materiales, por cuanto este era necesario para poder cuantificar la 

reparación civil. Al igual que los delitos anteriores el Ministerio 

Público no ha podido determinar con exactitud quien ha producido 

tales daños. 

6.1.2.2.4.5. Delitos contra la seguridad pública de peligro común 

Dentro los delitos Contra la seguridad pública-de peligro común, 

tenemos: el delito de Fabricación, tenencia ilegal de armas, 

municiones y explosivos, previsto en el artículo 279°; y el delito de 

Arrebato de Armamento o Municiones de Uso Oficial, que se 

encuentra en el artículo 279°-B del Código Penal peruano. 

La figura penal del delito de Fabricación, Tenencia Ilegal de Armas, 

Municiones y Explosivos, y Arrebato de Armamento o Municiones de 

Uso Oficial, es entendida como aquel busca proteger la seguridad de 

la comunidad frente a los riesgos que presentan la libre circulación y 

tenencia de armas concretadas en una más frecuente utilización de las 

mismas. Ello implica que la utilización de estas armas lo puede 

realizar cualquier persona. Según el tipo penal, no se exige una 

cualidad específica para poder ser considerado autor, basta la libertad 

de autoconfiguración conductiva. El agraviado será la sociedad en su 

conjunto. La conducta típica, glosada en los términos del artículo 279° 

es inminentemente dolosa, conciencia y voluntad de realización típica, 

el agente sabe que tiene armas de fuego, sin contar con la autorización 
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jurídico-administrativa respectiva, de forma clandestina y prohibida o 

conociendo que la fabricación y/o almacenamiento de materiales 

explosivos toma lugar en franca contravención al orden jurídico. Este 

delito se configura con la sola tenencia de dichos objetos, por cuanto 

constituye una grave infracción contra el orden público establecido, al 

generar un peligro inminente contra la sociedad, menciona (Salinas, 

s.f). 

Bajo el criterio expuesto, el Ministerio Público precisa que seis 

procesados indígenas de tener la calidad de instigadores, y a tres de 

tener la calidad de ser autores directos, y que últimos arrebaten el 

armamento de fuego, para luego causar la muerte de los efectivos 

policiales (Véase en el fundamento cincuenta y cinco). 

Los Jueces de la Sala Penal de Apelaciones Transitoria y Liquidadora 

de Bagua, se han pronunciado mencionando que no existe en autos un 

solo testigo o agraviado, sea agraviado, sea este efectivo policial o 

civil que sindique categóricamente a cualquiera de los acusados como 

las personas que arrebataron las armas de guerra de sus compañeros 

lesionados o muertos. Si bien la fiscalía presenta como uno de sus 

medios probatorios la prueba de absorción atómica realizado a los 

presuntos implicados, sin embargo, este arroja negativo, toda vez que, 

no existe en la manos de los acusados partículas de plomo, antimonio, 

cobre, antimonio producto de la deflagración de la pólvora; que nos 

permitirá orientar su participación.  

No debemos dejar de mencionar, que la fiscalía no ha presentado una 

Pericia Dactiloscópica, donde se evidencien las huellas latentes en los 

armamentos de fuego de los presuntos acusados. De ahí, que Martínez, 

et al. (2013), sostenga que la “prueba dactiloscópica únicamente 

acredita la coincidencia de la huella obtenida con la pertenencia al 

dedo correspondiente del sospechoso, por lo que se demuestra que él 

estuvo presente en el lugar de los hechos o que tuvo contacto con los 

objetos sujetos de investigación”. 
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6.1.2.2.4.6. Daños agravados 

Referente al delito de Daños agravados, lo encontramos dentro los 

delitos que atentan el Patrimonio. La misma que establece que: “La 

pena para el delito previsto en el artículo 205° será privada de libertad 

no menor de uno ni mayor de seis años cuando: la acción es ejecutada 

empleando violencia o amenaza contra las personas”. 

Bramont y García (2009), sostienen que: el comportamiento en este 

delito consiste en dañar, destruir o inutilizar un bien, lo cual se puede 

realizar tanto por acción como por omisión. El sujeto activo puede ser 

cualquier persona, excepto el propietario. En cuanto al valor del bien 

tiene que ser apreciable en valor económico. No cualquier alteración 

causada aun bien puede considerarse como delito de daños, solo aquel 

que subsiste de una manera indeleble o considerablemente fija, de 

modo que la reintegración del bien a su anterior estado represente 

algún esfuerzo o trabajo apreciable. Además, no es necesario de que 

se trate de una destrucción total o parcial del bien, basta dañarla. 

En el fundamento sesenta y tres, el Ministerio Público postula: que a 

seis procesados indígenas tienen la calidad de instigadores, y dos 

como autores directos, y que éstos, causen destrozos a las 

instalaciones del Centro de Salud el Milagro. Tal como sostiene la 

Sala Penal de Apelaciones Transitoria y Liquidadora de Bagua, la 

Fiscalía, sostenemos que no ha logrado, en suma, identificar y probar 

que persona en concreto realizo la conducta penal denunciada, lo que 

equivale a demostrar con certeza a título de autor, que persona en 

concreto realizó tal conducta. La misma que no se ha evidenciado, 

mediante declaraciones testimoniales, fotografías donde se evidencien 

a los presuntos responsables generando daños a los bienes del Estado. 

6.1.3. DEBIDA MOTIVACIÓN DE LA ACUSACIÓN 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, la acusación no presenta motivación en el 

contenido de la acusación formulada a los indígenas awajún-wampis. Este 

indicador, determina que la imputación no ha tenido un análisis exhaustivo en el 

Derecho, lo cual no nos permite conocer los criterios que ha establecido para 
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determinar el cuantum de la pena; implicando desconocer el proceso valorativo 

de la pena. 

El jurista (Salinas, s.f.), ensaya que la no exigencia del deber de motivación a 

nivel de acusación, la falta de nexo entre el hecho y el sujeto, la no determinación 

precisa del acusado frente al delito, la insuficiencia probatoria, como obtención 

de pruebas irregulares llevadas a juicio, ha conllevado a que los indígenas se 

sientan vulnerados sus derechos ante la jurisdicción ordinaria.  la motivación de 

la acusación implica lo siguiente: a) fundamentación jurídica; que no se satisface 

con la sola mención de las normas aplicables al caso concreto, sino la explicación 

y justificación de por qué se considera que el caso se encuentra o no dentro de 

los supuestos que contemplan las normas invocadas; b) congruencia entre lo que 

fue objeto de formalización de investigación preparatoria y lo que es objeto de 

acusación; que implica la manifestación de los argumentos que expresan la 

conformidad entre el objeto de acusación y los hechos que fueron objeto de 

investigación. Por lo tanto, con esta mención se obliga al Fiscal no solo a respetar 

lo formal o el estricto cumplimiento a la norma, sino también que sus hipótesis 

estén correctamente planteadas y puedan ser confrontadas”, anota (Vereau, 

2017). 

Se precisa que la acusación no puede ser incompleta, enrevesada, ilógica 

contradictoria, en tanto, la acusación es superior al que se exige para la 

formalización de la investigación preparatoria, y debe permitir que la parte 

acusada puede tomar debida cuenta de los cargos que se le imputan y pueda 

ejercer así válidamente su derecho de defensa. Debe cumplir también con el 

objeto de convencer al juez de que existe una causa probable y servir de base 

para el juzgamiento y condenas afirma (Cubas, 2017). En esa misma línea, Cubas 

afirma que el fiscal igual que al juez está obligado a motivar las disposiciones 

que emite y los requerimientos que formula. La ausencia de fundamentación en 

sus pronunciamientos un acto de arbitrariedad. Así, utilizar arbitrariamente el 

poder conferido significaría abuso, falta de respeto, en suma, avasallamiento de 

los derechos fundamentales de la persona, lo que puede configurar delitos 

funcionales: abuso de autoridad, prevaricato, encubrimiento, corrupción, o 

irregularidades procesales.  
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6.2. GARANTÍAS DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DEL DEBIDO 

PROCESO Y LEGALIDAD PARA LOS INDÍGENAS AWAJÚN-WAMPIS. 

6.2.1. Principio de legalidad como garantía constitucional  

A efectos de determinar la vulneración del principio de legalidad en el caso 

Baguazo, en primer lugar, entendemos que este principio está reconocido en el 

artículo 2, inciso 24, literal d) de la Constitución; y en el artículo II del Título 

Preliminar del Código Penal. Este principio garantiza la imparcialidad del Estado, 

en tanto tiene que determinar de manera general y antes de la realización del delito 

de las características del hecho prohibido y la reacción penal que cabe contra el 

responsable (Yacobucci, 2002). 

Este principio como menciona San Martín (2017), obliga al Ministerio público a 

perseguir los hechos punibles -deber impuesto legalmente- y en su caso, al órgano 

jurisdiccional a la imposición de la pena legalmente vista conforme a la 

calificación que resulte adecuada. Es el necesario complemento del monopolio de 

la acusación a favor de la Fiscalía y tutela la igualdad en la aplicación del Derecho, 

“puesto que solo la Fiscalía ha de decidir, después de la determinación del 

procedimiento de averiguación, si se formula la acusación contra el presunto autor 

de un hecho punible, tiene que estar obligada también a la realización de las 

investigaciones” (Banacloche, citado en San Martín, 2017). La exigencia de la 

persecución, como es obvio, se impone no cuando existan suposiciones vagas, 

sino cuando resultan indicios racionales de criminalidad o, como dicen los 

artículos 329°, inc. 1 y 336°, inc. 1 del Código Procesal Penal del año 2004, 

“sospecha de la comisión de un hecho que revista los caracteres de delito” o 

“indicios reveladores de la existencia de un delito”, ese es su contenido. 

En la Sentencia del Tribunal Constitucional en el Exp. N° 1014-2007-HC/TC, 

menciona que esta facultad de decidir si se ejerce o no la aplicación penal, no 

puede ser ejercida de modo arbitrario. Garantiza a toda persona el estricto respecto 

a los procedimientos previamente establecidos. 

El principio de legalidad como una garantía constitucional está inmerso dentro de 

la sede administrativa judicial, que establece que todas las autoridades que 

componen el Estado deben actuar con respeto a la Constitución, la Ley y al 

Derecho, dentro de las facultades que le estén atribuidas y de acuerdo con los fines 

para los que fueron conferidas dichas facultades (Guzmán, s.f.).  
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A nuestro criterio, esta facultad permite a que los funcionarios o servidores 

públicos actúen de conformidad a ley sin arbitrariedad alguna, y al momento de 

aplicarlos no solo deben regirse a las normas nacionales, sino también a los 

tratados internacionales donde les puede dar mayor claridad en su actuación. 

En ese sentido, en el caso Baguazo se ha evidenciado la vulneración del principio 

de legalidad, porque la fiscalía no ha atenuado a lo que está estrictamente 

dispuesto en la ley. En otras palabras, la fiscalía si bien ha subsumido la 

imputación fáctica, es decir los hechos, pero no ha subsumido en su totalidad, 

como en el caso del delito de homicidio calificado, con sus agravantes de gran 

crueldad y alevosía, donde no ha llegado a determinar que los efectivos policiales 

han muerto producto de dichos agravantes. Por otro lado, no ha puesto en el 

contenido en su acusación las pruebas de conformidad a que las normas que 

regulan. En todo caso, la fiscalía debió subsumir la conducta en el tipo penal, 

aplicando las normas nacionales y los tratados internacionales que garantizan la 

no arbitrariedad, como la vulneración de los derechos fundamentales, por parte de 

las funciones de los fiscales al momento de sus actuaciones. 

6.2.2. Debido proceso   

Antes de entrar a analizar si se ha vulnerado o no el debido proceso durante la 

acusación fiscal, formulada contra los indígenas awajún-wampis en el caso Curva 

del Diablo-Baguazo, veamos que el debido proceso es el derecho humano más 

comúnmente infringido por los Estados y la forma más usual en que los 

operadores judiciales hacen incurrir al Estado en responsabilidad internacional. 

Ello por cuanto el debido proceso o como lo llama la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, (como el derecho de defensa procesal) es una garantía 

procesal que debe estar presente en toda clase de procesos, no sólo en aquellos de 

orden penal, sino de tipo civil, administrativo o de cualquier otro. Para que así el 

derecho al debido proceso “busque confirmar la legalidad y correcta aplicación de 

las leyes dentro de un marco de respeto mínimo a la dignidad humana dentro de 

cualquier tipo de proceso, entendido este como aquella actividad compleja, 

progresiva y metódica, que se realiza de acuerdo con reglas preestablecidas 

(Arazi, 1995). 
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La Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha señalado en reiteradas 

oportunidades que las garantías judiciales del artículo 8° de la misma convención, 

se refieren a las exigencias del debido proceso legal, al que definió como “el 

conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales, a efectos 

de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos 

ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos”. 

En concordancia con ello, el Tribunal Constitucional peruano en la STC 1567-

2002-PHC/TC, ha precisado que las garantías mínimas del debido proceso deben 

observarse no solo en sede jurisdiccional, sino también en sede administrativa 

sancionatoria, corporativa y parlamentaria; a efecto de que las personas puedan 

defenderse adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que 

pueda afectar sus derechos. Asimismo, precisando que el debido proceso también 

se aplica en sede laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. De modo que 

cualquiera que sea la actuación u omisión de los órganos estatales, como son: 

Poder Judicial, Ministerio Público, Procuraduría Pública, Policía Nacional del 

Perú, entre otros; pueden vulnerar el debido proceso. 

Siendo así, en el presente apartado vamos a verificar si la actuación fiscal ha 

vulnerado el debido proceso en caso Curva del Diablo-Baguazo; entiéndase que 

el debido proceso contempla un conjunto de derechos que se mencionan a 

continuación: derecho a la información, derecho a la defensa, derecho a la prueba, 

derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable. 

Debemos dejar en claro también, que existen otros derechos que ampara el debido 

proceso, como son: derecho a la presunción de inocencia, derecho a un juez 

imparcial, derecho a la pluralidad de instancia, derecho a la cosa juzgada, entre 

otros derechos. En nuestro caso, solo hemos visto lo conveniente mencionar 

aquellos derechos que se vieron vulnerados por fiscal. 

6.2.2.1. Derecho a la defensa 

Arroyo (2012), sostiene que el derecho a la defensa está reconocido en el artículo 

139°, inciso 14, de la Constitución Política del Perú de 1993; este principio “se 

proyecta como principio de interdicción para afrontar situaciones de indefensión, 

y como principio de contradicción de los actos procesales para asegurar la 

igualdad de oportunidades y descargos en el proceso”. Y es que el derecho de 
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defensa garantiza que: toda persona no debe ser privado del derecho de defensa 

en ningún estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y 

por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho a 

comunicarse con un defensor de su elección y a ser asesorado por éste desde que 

es citada o detenida por cualquier autoridad. 

De igual manera el Tribunal Constitucional del Perú, en la STC.EXP. N.° 9432-

2005-PHC/TC, ha precisado que el derecho a no quedar en estado de indefensión 

se conculca cuando a los titulares de los derechos e intereses legítimos se les 

impide ejercer los medios legales suficientes para su defensa; pero no cualquier 

imposibilidad de ejercer estos medios produce un estado de indefensión que 

atenta contra el contenido constitucionalmente protegido del derecho, sino que 

es constitucionalmente relevante cuando se genera una indebida y arbitraria 

actuación del órgano que investiga o juzga al individuo. 

En un proceso penal, el derecho de defensa se concretiza en la declaración 

instructiva o declaración del imputado, la cual presenta una doble condición. Por 

un lado, se trata de un medio de investigación, en virtud del cual el fiscal debe 

indagar sobre los cargos formulados en contra del procesado. Por otro lado, 

constituye un medio de defensa que permite al procesado formular, con el 

asesoramiento de un abogado, los alegatos en su defensa con el objeto de 

desvirtuar los actos imputados (Arroyo, 2012). 

En el caso seguido a los procesados indígenas, cabe afirmar veintiuno procesados 

durante la toma de sus declaraciones por parte de los miembros de la Policía 

Nacional del Perú, no contaron con un abogado defensor a su elección o un 

abogado de oficio, y dos si ha contado con un defensor (Gráfico N° 9); lo que ha 

generado que se encuentren en un estado de indefensión. Para corroborar este 

apartado, nos remitimos al fundamento once mil cuatrocientos treinta y ocho del 

Acta de Audiencia Pública Continuada, se ha evidenciado la vulneración de tal 

derecho. En dicho fundamento se tiene que cuando el abogado defensor lo 

pregunta: ¿Cuándo lo tomaron su declaración en el cuartel el Milagro pudo 

advertir o la policía si tenía un abogado defensor? El procesado dijo que: no, no 

me dijeron. De igual manera también lo encontramos en el fundamento once mil 

cuatrocientos cincuenta y siete, donde cuando se le pregunta, ¿Cuándo le 
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tomaron su declaración en junio del dos mil nueve tuvo la presencia de un 

abogado defensor que lo oriente y haya conversado con usted?, en donde 

responde: no había ningún abogado defensor. Como se puede apreciar en el caso 

seguido ha existido la vulneración del derecho a la defensa de los procesados. 

En la medida que éste debió contar desde un inicio con un abogado defensor ya 

sea a su elección o un abogado de oficio, o abstenerse a declarar. Consideramos 

que los procesados debieron contar desde su inicio un abogado defensor, para no 

entorpecer al proceso a nivel de acusación. En todo caso, la fiscalía lo que debió 

hacer es, solicitar por lo menos un abogado de oficio del Estado, y conjuntamente 

con el tomar las declaraciones. 

6.2.2.2. Derecho a ser informado de la imputación  

Es el derecho a ser informado de la acusación se encuentra regulado en el artículo 

8°, inc. 2, literal “b”, de la Convención Americana de Derechos Humanos, lo 

describe que: “toda persona inculpada de delito tiene derecho a una 

comunicación previa y detallada de la acusación formulada”. En adición a éste, 

el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 9°, inc. 2, 

alude: “toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, 

de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada 

contra ella”. Igualmente, la Constitución Política del Perú, en su artículo 139°, 

inc. 15, taxativa que toda persona detenida será informada, en el momento de su 

detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación 

formulada contra ella. 

Similar a ello (Kai, citado en Castillo, 2008), menciona que: “al presumir que 

una persona es responsable de un acto ilícito, es menester informar al imputado 

de una manera clara y sencilla desde un comienzo, de manera suficiente y 

completa, oralmente o por escrito, sobre los hechos y su significado jurídico, 

para que no se encuentre en una desventaja informativa irremediable respecto a 

las autoridades que están a cargo de la investigación”. 

Concerniente al acto seguido contra los indígenas awajún-wampis, por el caso 

Curva del Diablo, en el fundamento once mil seis cientos sesenta y ocho y once 

mil seis cientos ochenta del Acta de Audiencia Pública Continuada, una de las 

declaraciones de los procesados indígenas, quien manifiesta que: no se ha 
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encontrado el 5 de junio de 2009 durante los enfrentamientos entre los indígenas 

y la Policía Nacional del Perú; sin embargo, después que se ha iniciado el Juicio 

Oral por el caso en mención, se entera por terceras personas, que su persona esta 

con orden de captura a nivel nacional, asimismo, manifiesta que en ningún 

momento lo han dado conocimiento por parte de los representantes del Estado. 

Este tipo de acto ha conllevado que dicho procesado se encuentre en un estado 

de indefensión desde el nivel de investigación hasta la etapa de acusación, lo que 

no ha permitido ejercer su derecho de defensa, y, por ende, se ha vulnerado su 

derecho al debido proceso. De igual manera, lo que se puede advertir en este acto 

es una omisión de funciones del Fiscal, el de informar de manera clara al 

indígena sobre los cargos que se los acusa. 

Sobre el particular, Castillo (2008), afirma que “el derecho a ser informado de 

la imputación lleva a sostener la vulneración del derecho al debido proceso, en 

especial el derecho a la defensa”. 

6.2.2.3. Derecho a la prueba 

Salinas (s.f.), afirma que: este derecho, consagrado en el artículo 139° inciso 3 

de la Constitución, asegura que los justiciables realicen la actuación anticipada 

de los medios probatorios que consideren necesarios para convencer al juez 

sobre la veracidad de sus argumentos, y que este valore las pruebas de manera 

adecuada y motivada. Puede reconocerse, entonces, una doble dimensión en este 

derecho: subjetiva y objetiva. La primera se relaciona con el derecho 

fundamental de los justiciables (Ministerio Público) o de un tercero con legítimo 

interés de presentar, en un proceso o procedimiento, los medios probatorios 

pertinentes para acreditar su pretensión o defensa. La segunda, por otro lado, 

comporta el deber del juez de causa de solicitar los medios de prueba a la parte 

que tiene fácil acceso a ellos, frente a la imposibilidad de la otra parte de 

ofrecerlos. 

Del análisis de la acusación, se advierte que si bien la fiscalía ha presentado sus 

medios probatorios; sin embargo, muchos de ellos no son pertinentes, 

conducentes, útiles, y lícitos; lo que no hace efectiva para el convencimiento del 

Juez. Esto ha generado una afectación al derecho a la prueba porque forma parte 

de manera implícita del derecho a la tutela procesal efectiva; en la medida en 
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que los justiciables están facultados para presentar todos los medios probatorios 

pertinentes, a fin de que puedan crear en el órgano jurisdiccional la convicción 

necesaria de que sus argumentos planteados son correctos. 

6.2.2.4. Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 

culpable 

Desde el punto de vista de la Sentencia del Tribunal Constitucional EXP N° 

9432-2005-PHC/TC, confiere que los derechos fundamentales de la persona no 

solo están reconocidos en la Constitución, sino que también establece deberes 

constitucionales. Entre ellos se encuentra el deber de colaborar con la 

administración de justicia, deber que se deriva del artículo 38° de la 

Constitución, el cual señala que todos los peruanos tienen el deber de respetar, 

cumplir y defender la Constitución y el ordenamiento jurídico de la Nación. Tal 

deber se hace exigible especialmente en los procesos penales, en la medida que 

está de por medio la tutela de bienes constitucionales relevantes y valiosos para 

la sociedad. Como regla, entonces, puede decirse que toda persona tiene el deber 

de colaborar con la administración de justicia. 

En la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el EXP N° 1567-2002-

PHC/TC, establece que este deber de colaboración puede manifestarse de 

diversas maneras, pero también en los requerimientos para declarar, como 

imputado, como testigo o agraviado, ante una autoridad judicial competente, 

dentro de los límites del respeto de los derechos fundamentales, en general, y de 

la no autoincriminación en particular. El Tribunal Constitucional ha reconocido 

que la proscripción de la autoincriminación es un derecho fundamental, cuyo 

contenido no excluye la obligación del procesado de colaborar con la justicia 

cada vez que dicha colaboración sea requerida, en la medida en que ello no 

importe una afectación del derecho constitucional a la no autoincriminación. 

La STC N° 7624-2005-PHC/TC, agrega si bien todo procesado goza del derecho 

fundamental a la no autoincriminación, una de cuyas manifestaciones incluso 

autoriza al inculpado a guardar un absoluto silencio y la más imperturbable 

pasividad durante el proceso, en el correcto supuesto de que debe ser la parte 

acusatoria la encargada de desvanecer la inocencia presunta, ello no le autoriza 

para que mediante actos positivos se desvíe el camino del aparato estatal en la 

búsqueda de la verdad dentro del proceso. 
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Sin embargo, debe precisarse que lo que el derecho a la no autoincriminación 

proscribe no es, por ejemplo, la confesión sincera o espontánea del procesado, 

sino más bien aquel supuesto en el cual el órgano jurisdiccional obligue al 

imputado o al testigo a declarar contra sí mismo o contra sus familiares más 

allegados, de conformidad con el artículo 2° inciso 8 literal “h” de la 

Constitución. De ahí que el derecho en mención extiende su ámbito de 

protección tanto al supuesto de no declarar contra sí mismo, como al supuesto 

de no declarar contra los familiares. Ambos aspectos, desde el punto de vista 

constitucional, queda cubierto por el derecho en referencia. 

La Convención Americana en su artículo 8°, inc. 2, literal “g”, también se 

pronuncia mencionando que nadie está obligado a declarar contra sí mismo ni a 

declararse culpable. En adición a ello, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos también se pronuncia mencionando que nadie está obligado a declarar 

contra sí misma ni a confesarse culpable, (art. 14°, inc. 3, literal “g”).  

De lo que respecta a este apartado, se puede advertir que, de los veintitrés, trece 

sostienen que cuando los han detenido los efectivos policiales, han realizado 

actos intimidatorios, violencia física y psíquica en su persona; en cambio diez 

mantienen que no, como se puede apreciar en el Gráfico N° 10. Por lo tanto, para 

efectos de nuestro caso concerniente a la acusación fiscal seguida contra los 

procesados indígenas, se constata evidencias de maltrato físico al momento de 

la toma de declaraciones de los procesados. Lo que significa que desde el inicio 

de la investigación se han ido vulnerando derechos fundamentales. Toda vez que 

las declaraciones que las declaraciones que han sido recepcionadas por la policía 

y fiscalía, han sido doblegando la voluntad de los procesados, lo que ha 

implicado que los acusados se autocriminalicen por los hechos acaecidos el 5 de 

junio del año 2009. 

6.3. LA ACUSACIÓN FISCAL EN EL MARCO DE LOS TRATADOS 

INTERNACIONALES RELATIVOS A LOS PROCESADOS INDÍGENAS 

AWAJÚN-WAMPIS POR EL CASO CURVA DEL DIABLO-BAGUAZO. 

El Estado peruano con la finalidad de proteger los derechos fundamentales y la 

dignidad humana, desde un punto de vista de los tratados internacionales, ha 

consignado en uno de sus capítulos de la Constitución respecto a éste. En ese 
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sentido, la Constitución Política del Perú de 1993, en lo referente a los Tratados 

Internacionales lo ha regula en el capítulo II, bajo el marco legal de los artículos 

55°, 56°, y 57°. Estos artículos introducen algunos preceptos novedosos y 

complejos que exige un análisis. 

El artículo 55 ° de la Constitución, establece que los tratados celebrados por el 

Estado forman parte del derecho nacional. Entre los principales tratados firmados 

y ratificados por el Perú, referentes a la protección de los derechos de los pueblos 

indígenas y comunidades que lo integran son los siguientes: Convención 

Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, 

Convenio Nº 169 OIT relativo a los pueblos indígenas y tribales en países 

independientes, Directrices sobre las funciones de los fiscales, y las Cien Reglas 

de Brasilia. Cuyos tratados son instrumentos que el Estado ha suscrito y tienen 

vigencia en su aplicación, y en muchos casos son vinculantes (Sentencia de la Sala 

Penal de Apelaciones Transitoria y Liquidadora de Bagua-Caso Curva del Diablo-

Baguazo). 

Al respecto, Ruiz (2007), sostiene que por el principio del pacta sunt servanda3 

contenido en la Convención de Viena sobre el Derecho de Tratados. Todo tratado 

en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. Así, cada 

Estado que celebra un tratado y lo ratifica de acuerdo a la formalidad estipulada, 

adquiere la obligación de cumplimiento, al incumplirlo, incurre en 

responsabilidad internacional. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dejado en claro desde siempre 

que, en principio, no se ocupa en sí de las cuestiones domésticas, sino que su tarea 

es la de inspeccionar si los países han violado o no las convenciones sujetas a su 

competencia. En consecuencia, la inobservancia de un Tratado Internacional en 

un proceso judicial dentro del derecho interno de la legislación peruana es una 

vulneración de derechos humanos;  tal como afirma Huerta (s.f), la acción u 

omisión que contravenga las obligaciones internacionales en materia de 

protección y garantía de los derechos humanos por parte de los órganos internos, 

                                                           
3 Es un término latino, atribuido al jurista Ulpiano en el Digesto, que significa que los acuerdos entre partes 

o pactos deben cumplirse. Los romanos llegaron a esta concepción en el derecho bizantino, ya que antes 

solo obligaban los contratos. Los pactos, que eran acuerdos de voluntades sin solemnidades solo daban 

origen a obligaciones naturales, y no a acciones civiles. 

https://derecho.laguia2000.com/parte-general/los-contratos
https://derecho.laguia2000.com/parte-general/clases-de-obligaciones
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sean ejecutivos, legislativos y judiciales de un Estado, constituyen violación a los 

derechos fundamentales y por ende, los convenios internacionales. 

Basándose en todo ello, ahora procedemos a analizar la acusación fiscal, bajo el 

criterio de los siguientes tratados: 

6.3.1. Convenio 169 de la OIT relativo a los pueblos indígenas y tribales en países 

independientes. 

En la Sentencia del Tribunal Constitucional N° 25-2009-PI/TC, en el fundamento 

23, señala que las disposiciones del convenio 169 de la OIT relativo a los pueblos 

indígenas y tribales en países independientes, son de obligatorio cumplimiento para 

el Estado peruano desde el 2 de febrero del año de 1995. Esto significa que los 

órganos internos del Estado peruano, en especial el Ministerio Público al ser un ente 

administrador de justicia, tiene la obligación de cumplir el Convenio 169 de la OIT 

al momento de realizar sus funciones. 

El artículo 8° del Convenio específica que al aplicar la legislación nacional a los 

pueblos interesados deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres 

o su derecho consuetudinario. Esto da lugar que el fiscal al monto de acusar tiene 

que tener en cuenta el derecho consuetudinario, para no vulnerar sus derechos que 

los asisten. Así menciona también Irigoyen (1999) que “cuando se aplique en 

general la legislación nacional en los pueblos indígenas, se debe respetar el derecho 

consuetudinario.  Esto significa que la tarea legislativa nacional debe estar muy 

atenta para no mellar de ninguna manera el derecho consuetudinario, no 

criminalizarlo o manipularlo”. 

Aplicándolo al caso Baguazo, el derecho de los indígenas se ha visto mermados a 

nivel de acusación; toda vez que la fiscalía debió coordinar antes de interponer su 

acusación con los dirigentes respecto a la administración de justicia dentro de su 

territorio, después debió interponer su acusación, dado que la justicia ordinaria debe 

trabajar conjuntamente con la justicia indígena. Si bien el artículo 149° de la 

Constitución establece que las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo 

de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de 

su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, siempre que 

no violen los derechos fundamentales de la persona. 

Bajo esa misma línea de pensamiento, Irigoyen (1999), menciona que: respecto de 

los derechos de los indígenas ante la justicia estatal, se debe tener en cuenta el 
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respeto de su cultura, el uso de sus idiomas (mediante intérpretes u otros medios), 

el derecho de defensa, medidas alternativas a la cárcel. 

En nuestro caso, haciendo referencia al derecho de defensa, en los seguidos a los 

indígenas no se ha evidenciado el respeto de este derecho, en la medida que no ha 

existido una defensa legal en sus inicios de la investigación, como también, la 

acusación no ha sido clara, precisa en todos sus extremos. 

Debemos agregar, que la fiscalía tiene la prerrogativa que antes de interponer la 

acusación, solicitar la prisión preventiva al Juez competente, con fines de asegurar 

el desarrollo de la investigación. Cuya prerrogativa está enmarcada en el artículo 

268° del nuevo Código Procesal Penal, donde se ha establecido los presupuestos 

materiales para poder solicitar la medida coercitiva personal de prisión preventiva, 

la cual solo la puede dictar el juez a pedido del Ministerio Público; cuando se den 

en forma conjunta las siguientes condiciones o requisitos: 1) Que existan fundados 

y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la comisión de un 

delito que vincule al imputado  como autor o partícipe del mismo, 2) Que la sanción 

o pena probable de privación de la libertad a imponerse, eventualmente, al 

imputado,  sea superior a los cuatro años de pena privativa de la libertad. 3) Que el 

imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular 

permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia (peligro 

de fuga) o de obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). 

 

Sin embargo, la pregunta es, si es aplicable la prisión preventiva a las personas que 

tienen características especiales como son los indígenas. Por nuestra parte, somos 

de la posición que no, toda vez que el artículo 10° inc. 2, del Convenio de la OIT 

relativo a los pueblos indígenas y tribales en países independientes, prevé que 

deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento a los 

miembros de la comunidad nativa, como tampoco el arresto domiciliario.  

A pesar de ello, en el caso seguido a los indígenas awajún-wampis por los hechos 

acaecidos el cinco de junio del año 2009, la Fiscalía solicito la Prisión Preventiva 

de dieciocho indígenas, los mismos que fueron conducidos al Establecimiento 

Penitenciario de Huancas-Chachapoyas; donde se ha privado la libertad a algunos 

de tres a seis años aproximadamente sin sentencia firme, afectando su libertad de 
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tránsito y su dignidad humana. Por lo que debemos afirmar que la fiscalía debió 

desistir la prisión preventiva.  

En la legislación colombiana al igual que en la legislación peruana, cuando un 

indígena comete un acto ilícito, el juez en curso dicta también la Prisión Preventiva, 

así suscitando otro problema. 

Dentro la prolífera jurisprudencia, Quintero (2011), se pronuncia: que a la luz del 

Convenio 169 de la OIT los jueces de control de garantías del sistema judicial 

colombiano no pueden imponer medidas de aseguramiento de detención preventiva 

en establecimiento carcelario a ningún sujeto perteneciente a pueblo indígena que 

se encuentre bajo la competencia de la justicia ordinaria, lo cual supone, a la luz del 

ordenamiento internacional, que el sistema penitenciario nacional no podrá acoger 

como interno a procesados que se hallen bajo esta condición que los cualifica como 

procesados en condiciones especiales. La aplicabilidad de este convenio en la 

legislación colombiana, genera como consecuencia la violación de la norma 

internacional con efectos directos en el sistema judicial. Desde esta perspectiva, en 

el caso de que los jueces de la República, quienes por desconocimiento del 

contenido dicten prisión preventiva o arresto domiciliario, habrá incurrido en 

acciones punibles de prevaricato, afectando notoriamente las garantías procesales 

de las formas propias del juicio y en abierta vulneración del derecho de los pueblos 

indígenas al debido proceso judicial en el sistema ordinario. Lo anterior supone que 

los jueces colombianos estarían llevando al Estado colombiano hacia una 

responsabilidad de carácter internacional por vulneración del convenio, que obliga 

al Estado y a su sistema judicial pero que impunemente los jueces incumplen. 

6.3.2. Las Cien Reglas de Brasilia 

El nuevo reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas que se 

encuentran en condición de vulnerabilidad4, ha sido desarrollada también, durante 

la Cumbre Judicial Iberoamericana, dentro del marco de los trabajos de su XIV 

edición, celebrado el 4 y 6 de marzo del 2008, en Brasilia. Donde ha considerado 

                                                           
4 Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón de su edad, género, estado 

físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales 

dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el 

ordenamiento jurídico. 
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lo necesario elaborar las 100 Reglas Básicas relativas al acceso a la justicia de las 

personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad. 

Las presentes Reglas tienen como  objetivo  garantizar  las  condiciones  de  acceso 

efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin 

discriminación    alguna,    englobando    el    conjunto    de    políticas,    medidas,    

facilidades  y  apoyos  que  permitan  a  dichas  personas  el  pleno  goce  de  los  

servicios del sistema judicial. Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre 

otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades 

indígenas, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el 

género y la privación de libertad. Así, en la sección 2 establece: las personas 

integrantes de las comunidades indígenas pueden encontrarse en condición de 

vulnerabilidad cuando ejercitan sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se 

promoverán las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pueblos 

indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante dicho sistema de 

justicia, sin discriminación alguna que pueda fundarse en su origen o identidad 

indígenas. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban por parte de 

los órganos de la administración de justicia estatal sea respetuoso con su dignidad, 

lengua y tradiciones culturales. 

En ese contexto, en el caso Curva del Diablo-Baguazo, a raíz de la acusación fiscal, 

los procesados indígenas se han visto vulnerado sus derechos fundamentales como 

es el debido proceso, toda vez que el debido proceso engloba un conjunto de 

derechos. 

Es prudente advertir también que, los indígenas se han encontrado en una situación 

de vulnerabilidad, que por razón de su cultura han hecho acusaciones fuera de los 

límites de la ley, es decir, durante los hechos acaecidos el 5 de junio del año 2009, 

se han realizado detenciones a personas por el solo hecho de tener una fisonomía 

indígena, donde se los ha hecho declarar a la fuerza, sin intérprete alguno (el 91% 

- Gráfico N° 12), ni contando con la presencia de un abogado defensor; y a pesar 

de ello, la fiscalía ha formulado su acusación. 

De ahí sostenemos que los procesados indígenas awajún-wampis deben ir a una 

instancia superior a hacer valer sus derechos, dado que están amparados en los 

Convenios Internacionales, al verse afectado ante una acusación imprecisa, e 
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insuficiente. En especial, por ser personas que pertenecen a las comunidades 

indígenas. 

6.3.3. Directrices sobre la función de los fiscales 

Las Directrices sobre la función de los fiscales, fue celebrado en La Habana-Cuba, 

desde el 27 de agosto hasta el 7 de septiembre de 1990, y considerando que los 

fiscales desempeñan un papel fundamental en la administración de justicia, y que 

las normas que rigen el desempeño de sus importantes funciones deben fomentar el 

respeto y el cumplimiento de los principios y contribuyen de esa manera a un 

sistema penal justo y equitativo y a la protección eficaz de los ciudadanos contra la 

delincuencia. En estas directrices se han dado algunas funciones que deben cumplir 

los fiscales. Por citar un ejemplo, el artículo 12° hace mención: “los fiscales, de 

conformidad con la ley, deberán cumplir sus funciones con imparcialidad, firmeza 

y prontitud, respetar y proteger la dignidad humana y defender los derechos 

humanos, contribuyendo de esa manera a asegurar el debido proceso y el buen 

funcionamiento del sistema de justicia penal”. 

Respecto a la prontitud de la acusación fiscal seguidos a los procesados indígenas, 

la fiscalía ha formulado su acusación a los 41 meses de haber sucedido los hechos, 

afectando de esa manera sus derechos constitucionales, como es el Derecho a la 

libertad, a la presunción de inocencia, derecho a un plazo razonable; de ahí que 

sostengamos que la acusación ha sido prolongada. 

En el actual sistema, la primera etapa del nuevo proceso penal es la Investigación 

Preparatoria, que contiene a su vez a dos sub fases, la etapa de diligencias 

preliminares, y a etapa de investigación preparatoria propiamente dicha. En cuanto 

a las diligencias preliminares, en virtud del cual el cual, con apoyo o no de la policía 

se ocupa de las primeras diligencias de investigación a fin de encontrar los primeros 

recaudos y pruebas para determinar si existen pruebas de cargo o descargo que 

sustenten o desestimen la noticia criminal. En cambio, la investigación preparatoria 

propiamente dicha, ocurre si de las diligencias preliminares existe indicios de delito, 

se ha individualizado al presunto autor y no existe causa de extinción penal; si 

concurren estos requisitos se emitirá la Disposición de Continuación y 

Formalización de la Investigación Preparatoria. El plazo de la Investigación 

Preparatoria formalizada es de 120 días naturales, pudiendo prorrogarse por única 

vez por 60 días si la investigación tiene circunstancias particulares que la llenen de 
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complejidad, dicha complejidad se puede fundar en pluralidad importante de delitos 

o de partes procesales, numerosos actos de investigación o la necesidad vital de 

varias pericias o gestiones, en este caso, el Fiscal deberá emitir una disposición 

señalando la ampliación y motivando la necesidad de esta medida. 

En el artículo 16° de las Directrices, se dispone que “cuando los fiscales tengan en 

su poder pruebas contra sospechosos y sepan o tengan sospechas fundadas de que 

fueron obtenidas por métodos ilícitos que constituyan una violación grave de los 

derechos humanos del sospechoso, especialmente torturas, tratos o castigos crueles, 

inhumanos o degradantes u otros abusos de los derechos humanos, se negarán a 

utilizar esas pruebas contra cualquier persona, salvo contra quienes hayan empleado 

esos métodos, o lo informarán a los tribunales, y adoptarán todas las medidas 

necesarias para asegurar que los responsables de la utilización de dichos métodos 

comparezcan ante la justicia”. 

De la revisión del caso, se tiene que la fiscalía no ha observado la directriz de la 

función del fiscal, dado que ha presentado pruebas sospechosos, obtenidos por 

métodos ilícitos que constituyen violación grave de los derechos humanos, como es 

el castigo innecesario efectuado a los procesados por parte de los efectivos 

policiales. De ahí, que las pruebas que ha presentado la fiscalía ha sido ilícita e 

inconstitucional.  

Ahora bien, es de advertir que tanto en el art. VIII del T.P. del nuevo Código 

Procesal Penal, como en el art. 159° del mismo, aborda el tema de la prueba ilícita. 

Que viene a ser, aquel medio probatorio que ha sido obtenido o incorporado sin 

respeto a un debido proceso. En el mismo sentido, carecen de efecto legal las que 

hayan sido obtenidas directa o indirectamente con violación del contenido esencial 

de los derechos fundamentales de la persona.  

El Tribunal Constitucional del Perú, en el Exp. 2053-2003-HC, Fundamento 

Jurídico 3, se ha ocupado del asunto y ha definido a la prueba prohibida como 

aquella en cuya obtención o actuación se lesionan derechos fundamentales o se 

viola la legalidad procesal, de modo que la misma deviene procesalmente inefectiva 

e inutilizable. 
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6.3.4. Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial 

Según la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial, reafirmando que la discriminación entre seres humanos por 

motivos de raza, color u origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones 

amistosas y pacíficas entre las naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre 

los pueblos, así como la convivencia de las personas aun dentro de un mismo 

Estado; ha afirmado en su artículo 5° literal “a”, “que toda persona tiene derecho a 

la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los demás órganos que 

administran justicia”. 

En los seguidos a los indígenas se ha evidenciado un alto índice de discriminación, 

por las siguientes razones: 

- Solo se los ha acusado a cincuenta y tres indígenas, de los cuales veintitrés 

son indígenas, de haber ocasionado todos los hechos acontecidos el 5 de junio 

del año 2009. 

- Las muertes de los indígenas producto del enfrentamiento han quedado 

impunes. 

- Se han dictado prisión preventiva, a pesar que el convenio 169 de la OIT, lo 

impide. 

- Se han realizado detenciones, seguido de acusaciones, por el simple hecho de 

tener una fisonomía indígena. 
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VII. CONCLUSIONES 

- En atención a la encuesta practicada, se tiene como resultado un aproximado de un 

53%, que los indígenas han sido vulnerados sus derechos fundamentales que los 

asisten, generando con ello, un estado de indefensión a inicios de la investigación, 

como a nivel de acusación.     

- La acusación fiscal formulada a los procesados indígenas awajún-wampis en el caso 

Curva del Diablo-Baguazo, no cumplió los requisitos de validez y la debida 

motivación de la acusación; por ende, ha vulnerado el principio de legalidad y el 

debido proceso; por las siguientes razones: i) Respecto al principio de legalidad. - el 

Ministerio Público ha incumplido la aplicación del principio de imputación necesaria, 

toda vez que, este exige que los hechos han de ser claros y precisos. De igual manera, 

las actividades que ha realizado la fiscalía no han sido de conformidad a los mandatos 

normativos impuestos por las normas jurídicas nacionales e internacionales; por ende, 

han vulnerado el principio de legalidad, dado que este principio exige que no sólo que 

por ley se establezcan los delitos; sino también, que la actuación del fiscal debe ser de 

acorde a la ley; ii) Referente al principio del debido proceso.- la fiscalía no ha 

respetado los derechos que lo asisten a los procesados indígenas, como el derecho a la 

prueba, al derecho a la defensa, y al derecho a no ser obligado a declarar contra sí 

mismo ni a declararse culpable, no han sido tomado en cuenta, por ende, han vulnerado 

el debido proceso; dado que este principio comprende diversos derechos 

fundamentales de orden procesal a nivel de acusación. Asimismo, las pruebas 

periciales y testimoniales presentados por la fiscalía son insuficiente, en la medida que 

no ha podido generar convicción en el juez sobre la veracidad de sus argumentos; de 

ahí que sostengamos que la fiscalía debió sobreseer el caso. 

 

- En el caso seguido a los procesados indígenas awajún-wampis, la fiscalía ha omitido 

en detallar la relación clara y precisa de los hechos acontecidos el 5 de junio del año 
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2009, toda da vez que, la fiscalía no ha establecido las circunstancias de tiempo, modo, 

y lugar. Asimismo, en las circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores, la 

fiscalía no ha redactado con la claridad y precisión los hechos suscitados antes, 

durante, y después en la Curva del Diablo-Bagua; por ende, ha afectado el principio 

de imputación precisa o necesaria. 

 

- El grado de participación atribuido a los imputados por el caso Curva del Diablo-

Baguazo, no se adecúa a la figura de instigación, en la medida que los procesados 

afirman no conocerse entre ellos mismos. Ello implica que no exista una verdadera 

atribución de responsabilidad penal a los imputados por parte de los representantes del 

Ministerio Público. 

 

- En la acusación fiscal formulada a los procesados indígenas awajún-wampis por el 

caso Curva del Diablo-Baguazo, la fiscalía no tomado en cuenta los Convenios 

Internacionales; por ende, ha vulnerado el principio de legalidad y el debido proceso; 

por los siguientes motivos: i) Relativo al principio de legalidad.- la fiscalía no ha 

tomado en cuenta la aplicación de las Cien Reglas de Brasilia, el Convenio 169 de la 

OIT, toda vez que este exige que al momento de aplicar la justicia ordinaria a los 

miembros de las comunidades nativa, se deberá considerar sus costumbres o su 

derecho consuetudinario. Además, este convenio prohíbe el encarcelamiento, sea 

mediante la solicitud de prisión preventiva o sentencia, a los miembros de una 

comunidad nativa; ii) Concerniente al principio del debido proceso.- los representantes 

del Ministerio Público a pesar de que las Directrices de las Funciones de los Fiscales 

estable de que cuando los fiscales tengan en su poder pruebas contra sospechosos y 

sepan o tengan sospechas fundadas de que fueron obtenidas por métodos ilícitos que 

constituyan una violación grave de los derechos humanos, están prohibido presentar 

dentro de la acusación; sin embargo, en nuestro caso se ha evidenciado ese tipo de 

actos.  Asimismo, no se ha observado la Convención Internacional sobre la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial.
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VIII. RECOMENDACIONES 

- La fiscalía al momento de formular acusación, debe realizarla de conformidad a las 

reglas que establece la debida acusación. En el caso, de que la acusación sea formulado 

a indígenas, se debe dar el mismo tratamiento que a las personas mestizas, por el 

principio de igualdad ante la ley; todo ello, con la finalidad de evitar futuras 

vulneraciones de derechos fundamentales de la persona que se le imputa en un 

determinado delito. 

 

- Que, cuando se trate de un presunto responsable de un delito, en especial sea un 

indígena como en el caso Curva del Diablo-Baguazo, la fiscalía al momento de 

formular acusación, deberá tener cuenta la aplicación de tratados internacionales 

como: la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial, Convenio 169 OIT relativo a los pueblos indígenas y tribales 

en países independientes, Directrices de la Funciones de los Fiscales de las Naciones 

Unidas, y las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en 

Condición de Vulnerabilidad, que condicionan su validez. 
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X.  ANEXOS 

En este apartado, anexaremos la encuesta practicada a los procesados, el Dictamen Fiscal 

N° 056-2012-MP-DJA-FSMDT-B/N° 2009-0281-0-0102-JR-PE-01, las Actas de 

Audiencia Pública Continuada; donde se evidencias los datos de todos los procesados, los 

delitos atribuidos, datos de los agraviados; de los daños materiales, la declaración de los 

agraviados, imputados y testigos. 
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GARANTÍAS DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DEL DEBIDO 

PROCESO Y LEGALIDAD PARA LOS PROCESADOS INDÍGENAS AWAJÚN-

WAMPIS EN LA ACUSACIÓN FISCAL DEL CASO CURVA DEL DIABLO-

BAGUAZO. 

 

ENCUESTA REALIZADA A LOS VEINTITRÉS PROCESADOS INDÍGENAS 

AWAJÚN-WAMPIS. 

 

 

Nombre del imputado: …………………………………………………………… 

Sexo: ………………                       Edad: ………… 

 

1. ¿Cuál es su grado de instrucción? 

Primaria                            (     ) 

Secundaria                        (     ) 

Superior                            (     ) 

Ninguna de las anteriores (     ) 

2. ¿Usted participó en los hechos suscitados el 5 de junio del año 2009? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

3. ¿Hubo convocatoria para que participaran en el paro amazónico?  

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

Desconoce                        (    ) 

4. ¿Conoces a los dirigentes quienes convocaron al paro amazónico? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

5. ¿Fueron coaccionados para acudan al paro amazónico? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

 Universidad Nacional Toribio Rodríguez de Mendoza de Amazonas 

Facultad de derecho y Ciencias Políticas  
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6. ¿Contó con objetos que pueden generar daños a la persona durante el paro amazónico?  

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

7. ¿La fiscalía lo ha hecho conocer inmediatamente los cargos formulados en su contra? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

8. ¿Cuándo ha sido detenido por los efectivos policiales, lo han hecho saber la causa o 

motivo de dicha medida, entregándole la orden de detención girada en su contra? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

9. ¿Ha sido asistido desde los actos iniciales de la investigación por un abogado defensor 

de su libre elección o de oficio? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

10. ¿Cuándo lo han detenido los efectivos policiales, han realizado actos intimidatorios, 

violencia física y psíquica en su persona? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

11. ¿Cuándo lo han tomado las declaraciones los efectivos policiales, han generado 

violencia en su persona? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

12. ¿Al momento de declarar, ha contado con un intérprete? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

13. ¿Cuándo declaró, usted leyó y entendió el documento de su declaración?  

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

14. ¿Usted fue coaccionado o presionado para que firme su manifestación ante la Policía? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  
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15. ¿Al momento de declarar ante la autoridad competente, entendía las preguntas que le 

formulaban? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

16. Después de los hechos, ¿ha sido asistido por un médico legista o por otro profesional 

de salud? 

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

17. ¿Sabe el uso y manejo de un arma de fuego?  

Si                                       (    ) 

No                                     (    )  

18. ¿Qué delitos lo he está imputando la fiscalía? 

 

………………………………………………………………………………….. 

19. ¿En calidad de que se lo está imputando, como autor intelectual o autor material? 

Autor intelectual               (    ) 

Autor material                   (   ) 
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